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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Allende Bussi, Isabel
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés
--Chahuán Chahuán, Francisco
--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo
--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro
--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime
--Pérez San Martín, Lily
--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo
--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio
--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedán, Eugenio

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés
Concurrieron, además, los Ministros del Interior, señor Rodrigo Hinzpeter Kirberg; de Hacienda, señor Felipe Larraín Bascuñán; Secretario General de la Presidencia, señor Cristian Larroulet Vignau, y de Educación, señor Joaquín Lavín Infante.

Actuó de Secretario subrogante el señor José Luis Alliende Leiva, y de Prosecretario subrogante, el señor Mario Labbé Araneda.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 17:48, en presencia de 36 señores Senadores.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Las actas de las sesiones 51ª, especial, y 52ª, ordinaria, ambas en 14 de septiembre; y 53ª; ordinaria, en 15 de septiembre, todas del año en curso, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor LABBÉ (Prosecretario subrogante).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Catorce de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero da inicio a un proyecto de ley para crear el Ministerio de Desarrollo Social (boletín N° 7.196-06) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y a la de Hacienda, en su caso.



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto, en segundo trámite constitucional, que precisa el sentido y alcance de la modificación a la Ley sobre Impuesto a la Renta, por la ley N° 20.448 (boletín N° 7.159-05).


Con los siete siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Honorables señores Allamand, Cantero, Espina, García y del entonces Senador señor Romero, que reconoce el aporte de los pueblos originarios a la conformación de la nación chilena, y proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (boletines números 5.324-07 y 5.522-07, refundidos).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, para modificar el Código Sanitario con el objeto de permitir la existencia de la profesión de optómetra (boletín N° 5.684-11).



3.- Proyecto de ley sobre el Tribunal Ambiental (boletín N° 6.747-12).


4.- Proyecto de ley sobre otorgamiento y uso de licencias médicas (boletín N° 6.811-11).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, relativo a aumento de las Plantas del Personal de Carabineros de Chile (boletín N° 6.962-02).



6.- Proyecto de ley para introducir modificaciones a la tributación específica de la actividad minera (boletín N° 7.170-05).


7.- Proyecto de ley en materia de fiscalización ambiental (boletín N° 7.213-12).



Con los cinco restantes retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las iniciativas que se indican a continuación:



1.- Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, destinado a modificar diversos cuerpos legales en materia de orden público (boletín Nº 4.832-07).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, para autorizar el levantamiento del secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (boletín N° 4.426-07).


3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre tipificación de los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de personas y establece normas para su prevención y más efectiva persecución criminal (boletín N° 3.778-18).


4.- Proyecto de ley para facilitar la constitución y funcionamiento de nuevas empresas (boletín N° 6.981-03).


5.- Proyecto de ley sobre modificación  del DFL N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud; presunción de declaración y no pago de las cotizaciones de salud al sistema de isapres, y homologación del interés penal y de la multa por no pago de tales cotizaciones a los fijados en el DL N° 3.500 y en la ley N° 17.322 (boletín N° 6.312-11).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos junto a sus antecedentes.

Oficios



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los tres primeros comunica que prestó su aprobación a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley sobre modificación del Código del Trabajo en materia del personal de Notarías y Conservadores (boletín N° 7.033-13) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



2.- Proyecto de ley para establecer que a cada región administrativa corresponda una zona primaria del servicio público telefónico local (boletines números 5.552-15; 5.919-15; 6.270-19; 6.304-19, y 6.936-15, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



3.- Proyecto de ley relativo a modificaciones a la tributación específica de la actividad minera, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 7.170-05) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.



Con el cuarto informa que acordó designar a los miembros de la Comisión de Hacienda de dicha Corporación para que integren la Comisión Especial Mixta que deberá informar el proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2011.



--Se toma conocimiento y se remite el documento a la referida Comisión Especial Mixta.



Diez del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los nueve primeros remite igual número de copias autorizadas de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38 y 38 ter  de la ley N° 18.933.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el último remite copia autorizada de la sentencia definitiva recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 43, número 1), de la ley N° 18.175.



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.



Tres del Ministro del Interior:



Con el primero responde un oficio enviado en nombre de la Senadora señora Alvear, respecto de la estrategia nacional en materia de seguridad pública para evitar la comisión de delitos en contra de las mujeres.



Con el segundo da respuesta a un oficio remitido en nombre de los Senadores señores Horvath y Walker, don Patricio, con relación a la posibilidad de financiar, en forma permanente y corregida, la bonificación establecida en la ley N° 20.198.



Con el tercero contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Frei, acerca de la construcción de un complejo penitenciario en la comuna de Chillán Viejo.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, con el que responde un proyecto de acuerdo adoptado por la Cámara Alta, a solicitud de los Honorables señores Navarro, Muñoz Aburto y Quintana, sobre la inclusión de principios y normas de Derecho Internacional en la política de conservación y manejo de recursos hídricos (boletín N° S 1.272-12).



Del señor Ministro de Defensa Nacional, con el que da respuesta a un proyecto de acuerdo adoptado por la Cámara Alta, a proposición de los Senadores señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Ruiz-Esquide y Zaldívar, mediante el cual solicitan una subvención anual a favor del Instituto O’Higginiano de Chile (boletín N° S 1.242-12).



Tres del señor Ministro de Hacienda:



Con el primero contesta un oficio expedido en nombre del Honorable señor Escalona, respecto de los ingresos fiscales por impuesto a la gran minería y medidas de control aplicables a las exportaciones mineras.



Con el segundo da respuesta a un oficio enviado en nombre de los Senadores señores Ruiz-Esquide, Lagos y Gómez, sobre las desvinculaciones de funcionarios de la Administración Pública a partir del 11 de marzo del año en curso y las ocurridas cuando asumió el Gobierno el Presidente Aylwin.



Con el tercero responde un oficio cursado en nombre del Honorable señor Navarro, respecto del programa de empleos de emergencia del Cuerpo Militar del Trabajo en la Región del Biobío.



Del señor Ministro de Salud, mediante el que contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Bianchi, relativo al proceso de licitación de una farmacia con turno de 24 horas para el nuevo Hospital Regional de Punta Arenas.



Dos de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:



Con el primero responde un proyecto de acuerdo adoptado por la Cámara Alta, a proposición de los Senadores señoras Rincón y Alvear y señores Frei, Lagos, Quintana y Patricio Walker, referido a la prórroga del plazo de postulación de los damnificados del terremoto a los subsidios del Programa Especial de Reconstrucción y la modificación de la exigencia de acreditación de propiedad (boletín N° S 1.273-12).



Con el segundo da respuesta a un oficio expedido en nombre del Honorable señor Horvath, acerca de los problemas derivados de las nevazones caídas en la Región de Aysén en el último tiempo.



Dos del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo:



Con el primero contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Girardi, mediante el cual requiere información respecto de las transferencias efectuadas a las gobernaciones de las provincias de Talagante, Chacabuco, Melipilla y Maipo, para afrontar la emergencia del terremoto del 27 de febrero.



Con el segundo da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable señor Navarro, referido a las deudas contraídas por los municipios con el sistema de salud primaria y con la educación municipal.



De la señora Subsecretaria de Transportes, con el que responde un oficio expedido en nombre del Senador señor Horvath, atinente a la posibilidad de subsidiar el transporte aéreo para la Región de Aysén.



Del señor Director Nacional del Servicio Nacional de Pesca, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Honorable señor Navarro, respecto de la contaminación causada en los lagos y ríos del sur del país por el alga Didymosphenia geminata.



Del señor Director Ejecutivo del Programa Pro Empleo de la Subsecretaría del Trabajo, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Bianchi, sobre el financiamiento de programas de absorción de cesantía en la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informe



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que precisa el sentido y alcance de la modificación efectuada a la Ley sobre Impuesto a la Renta, por la ley N° 20.448, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (boletín N° 7.159-05) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Queda para tabla.

Permisos constitucionales



Solicitudes de los Senadores señora Matthei y señor Lagos para ausentarse del país entre los días 1º y 5 de octubre del año en curso.



--Se accede.

Comunicación



De la Senadora señora Lily Pérez, con la que comunica que se ausentó del país entre los días 24 y 27 de septiembre del presente año para participar en el encuentro de “Servicios Públicos del Gobierno de Chile en Terreno” (INFOBUS), en Buenos Aires, República Argentina.



--Se toma conocimiento.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En consideración a la solicitud del Comité Demócrata Cristiano, se suspende la sesión por 20 minutos para una reunión de Comités. 

)-----------------(



--Se suspendió a las 17:54.



--Se reanudó a las 18:14.

)------------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Continúa la sesión.
V. ORDEN DEL DÍA

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Corresponde resolver el empate registrado durante la sesión anterior en la votación de las enmiendas de la Cámara de Diputados al proyecto sobre conductas terroristas y su investigación.



Sin embargo, conforme a lo acordado por los Comités en sesión del día de hoy, se verán, en primer lugar, las iniciativas que se resolvió tratar como si fueran de Fácil Despacho.

PRECISIÓN DE SENTIDO Y ALCANCE DE MODIFICACIÓN A LEY SOBRE IMPUESTO A LA RENTA

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que precisa el sentido y alcance de la modificación efectuada por la ley N° 20.448 a la Ley sobre Impuesto a la Renta, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7159-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 53ª, en 15 de septiembre de 2010.


Informe de Comisión:


Hacienda, sesión 55ª, en 28 de septiembre de 2010.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El objetivo principal de la iniciativa es establecer, para todos los efectos legales, que la derogación de los artículos 18 bis, 18 ter y 18 quáter de la Ley sobre Impuesto a la Renta efectuada por la Ley de Mercado de Capitales III tuvo como finalidad reestructurar el tratamiento tributario de las materias relativas al mercado de capitales, reproduciendo el contenido de las disposiciones derogadas, con las modificaciones pertinentes, en los artículos 106, 107 y 108, nuevos, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, de manera que cualquier referencia a los preceptos derogados contenida en otras normativas debe entenderse formulada a los artículos mencionados.



La Comisión de Hacienda aprobó la iniciativa tanto en general cuanto en particular por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei (don Eduardo) y García, en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión general y particular.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto (28 votos a favor), y queda despachado en este trámite.


Votaron las señoras Allende, Alvear y Matthei y los señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial de las intenciones de voto favorable de los Honorables señora Lily Pérez y señores Chahuán, Larraín y Letelier.

TRATADO SOBRE DERECHO DE MARCAS

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Tratado sobre el Derecho de Marcas” (TLT), adoptado en Ginebra el 27 de octubre de 1994, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores. 


--Los antecedentes sobre el proyecto (6372-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 23ª, en 3 de junio de 2009.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores, sesión 53ª, en 15 de septiembre de 2010.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El objetivo del Tratado es simplificar los procedimientos administrativos nacionales de registro de marcas, aplicándolo a las marcas de productos y servicios, de modo de facilitar a los usuarios el registro en diversos países.



La Comisión de Relaciones Exteriores aprobó esta iniciativa tanto en general cuanto en particular por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Larraín, Kuschel, Letelier e Ignacio Walker, en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión general y particular.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.



--(Durante la votación).
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- ¿Por qué no se envió el proyecto de acuerdo a la Comisión de Economía? Debería haber pasado allí porque se refiere a materias vinculadas con marcas, derecho intelectual y otras.

El señor WALKER (don Ignacio).- Es un Tratado.

La señora MATTHEI.- De igual modo. Porque hay que analizar las leyes relacionadas con ellos para ver cómo se cumplen.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Su Señoría, esta iniciativa ingresó al Senado en junio de 2009. Los Comités acordaron tratarla como si fuera de Fácil Despacho. En este momento se halla en votación y le solicito emitir su pronunciamiento. 

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, estimo que debió haber pasado a la Comisión de Economía de todas maneras, porque esta se ha especializado justamente en lo relativo a las marcas desde hace muchos años.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se dejará constancia de la observación de Su Señoría. Pero le recuerdo que estamos en votación.



Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, me imagino que el punto planteado por la Senadora señora Matthei se debió de haber analizado al darse cuenta del proyecto. Como integrante de la Comisión de Relaciones Exteriores, yo no habría tenido ningún inconveniente en que también se hubiera enviado a la de Economía.



Eso sí, quiero señalar que estamos ante un instrumento extremadamente sencillo. Se trata de un acuerdo internacional vinculado a la OMPI (Organización Mundial de la Propiedad Intelectual) cuyo objetivo es simplificar los procedimientos nacionales de registro de marcas, a fin de hacerlos más previsibles tanto para los solicitantes como para los terceros interesados.



El Tratado opera en numerosas naciones. Y nosotros somos miembros de la OMPI desde 1975.



Además, viene a solucionar un problema: como país nos encontramos atrasados en el cumplimiento de nuestras obligaciones internacionales frente a la Unión Europea y a Estados Unidos, con los que convinimos, al firmar los respectivos acuerdos de libre comercio, ponernos al día y acatar numerosas normas y tratados internacionales referidos a la materia que aborda el proyecto de acuerdo.



Este instrumento constituye uno más de ellos. En verdad, es un tratado antiguo, menor dentro de los que quedan pendientes, pero que resulta importante aprobar. Y por eso el Ejecutivo aceleró su tratamiento -el proyecto de acuerdo se había presentado hace algún tiempo-, y nosotros decidimos darle curso por la relevancia de que Chile se actualice en este ámbito.



Sin embargo -como mencioné-, si se hubiera estimado conveniente, no habríamos formulado reparos para que la iniciativa fuera enviada a la Comisión de Economía.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo (31 votos a favor y 2 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvieron la señora Matthei y el señor Novoa.

PERFECCIONAMIENTO Y ACTUALIZACIÓN DE LEGISLACIÓN ANTITERRORISTA

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Conforme a lo señalado precedentemente, corresponde resolver el empate registrado durante la sesión anterior en la votación del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, relativo a las conductas terroristas y su investigación, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7211-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:

En primer trámite, sesión 51ª, en 14 de septiembre de 2010.

En tercer trámite, sesión 54ª, en 28 de septiembre de 2010.

Informes de Comisión:


Certificado de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, sesión 51ª, en 14 de septiembre de 2010.


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (segundo), sesión 53ª, en 15 de septiembre de 2010.

Discusión:



Sesiones 51ª, en 14 de septiembre de 2010 (se aprueba en general); 53ª, en 15 de septiembre de 2010 (se aprueba en particular); 54ª, en 28 de septiembre de 2010 (queda pendiente su votación).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Los señores Senadores que estén a favor de las enmiendas aprobadas por la Cámara de Diputados, al igual que en las ocasiones anteriores deben votar “sí”; quienes estén en contra de esas modificaciones y sean partidarios de que el proyecto vaya a Comisión Mixta tienen que votar “no”.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación las enmiendas de la Cámara de Diputados.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Resultado de la votación: 17 votos a favor, 17 en contra y un pareo.



Votaron por la afirmativa las señoras Matthei y Pérez (doña Lily) y los señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.



Votaron por la negativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Escalona, Frei (don Eduardo), Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).


No votó, por estar pareado, el señor Allamand.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En consecuencia, de acuerdo con el Reglamento, queda resuelto el empate y se da por desechada la proposición que se está votando, vale decir, las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados.



Ello implica que el Senado debe designar en seguida a los integrantes de la Comisión Mixta que habrá de formarse.



¿Habría acuerdo para que la conformaran los miembros de la Comisión de Constitución?

El señor PROKURICA.- Sí, señor Presidente.

El señor ESCALONA.- ¡No!
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- El Senador señor Escalona no otorga su asentimiento. Y entiendo que el acuerdo debe ser unánime.

El señor WALKER (don Patricio).- ¿Qué procede en este caso, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Conforme al artículo 46 del Reglamento, la representación del Senado en las Comisiones Mixtas estará integrada por los miembros de la Comisión permanente que tuvo a su cargo el estudio del proyecto.



Por lo tanto, se designará a los miembros de la Comisión de Constitución para integrar la Comisión Mixta que deberá formarse.


--Así se acuerda.
NORMAS CONTRA VIOLENCIA ESCOLAR

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto, iniciado en moción de los Senadores señores Allamand, Cantero, Chadwick, Lagos e Ignacio Walker, sobre violencia escolar, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y urgencia calificada de “simple”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7123-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los Senadores señores Chadwick, Allamand, Cantero, Lagos y Walker, don Ignacio).


En primer trámite, sesión 41ª, en 10 de agosto de 2010.


Informe de Comisión:


Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, sesión 53ª, en 15 de septiembre de 2010.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Los principales objetivos de la iniciativa son:



-Impedir y sancionar los casos de violencia física y sicológica que sucedan entre los miembros de la comunidad escolar, como también toda forma de hostigamiento y de acoso que se realice por cualquier medio, incluso el virtual o cibernético.



-Regular la forma en que los colegios deben asumir este problema.



La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió el proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señores Allamand, Larraín, Navarro, Quintana e Ignacio Walker).



El texto que se propone acordar en general se transcribe en la parte pertinente del boletín comparado.



Corresponde hacer presente que la iniciativa posee carácter de norma orgánica constitucional, por lo que para su aprobación se requieren los votos conformes de 21 señores Senadores.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión general.



Ofrezco la palabra.



La tiene el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, deseo entregar una breve descripción acerca de los objetivos de este proyecto, presentado por los Senadores señores Ignacio Walker, Chadwick, Lagos, Cantero y quien habla.



Los fenómenos de violencia escolar, en sus distintas facetas, y en particular el fenómeno del bullying, han causado un natural revuelo en la opinión pública, principalmente por su persistencia y creciente gravedad.



Los autores de la iniciativa somos plenamente concientes de que una modificación legal no puede por sí misma resolver la complejidad de un fenómeno de esta naturaleza.



Pero, al mismo tiempo, resulta importante señalar que hoy la normativa legal destinada a afrontarlo es, por así decirlo, extraordinariamente precaria.



En consecuencia, el objetivo central del proyecto consiste en fortalecer lo que podríamos denominar el “arsenal” jurídico y reglamentario existente para enfrentar los fenómenos de violencia en el ámbito escolar, y particularmente el bullying.



Insisto, señor Presidente, en que una iniciativa legal no puede por sí sola agotar las respuestas que la sociedad debe darle a este fenómeno. Resulta fundamental el rol de las familias, de los padres y apoderados, de los establecimientos educacionales y, por cierto, de los entes públicos, particularmente del Ministerio de Educación.



Asimismo, reviste importancia dejar establecido que el proyecto  no tiene como propósito, bajo ninguna circunstancia, penalizar las fórmulas de maltrato escolar, sobre todo las de bullying, ya que cuando algunas de ellas traspasan el umbral de lo ilícito obviamente caen en el ámbito de la legislación penal respectiva. Básicamente, la iniciativa apunta a establecer normas que, de cierta manera, reglamentan o regulan la convivencia escolar para impedir que se produzcan estos fenómenos.



En rápida síntesis, el proyecto de ley persigue los siguientes objetivos:



En primer lugar, incorpora la figura del bullying o matonaje que hoy día -tal como he señalado- no se encuentra explícitamente comprendida en la normativa legal que dice relación con la convivencia al interior de la comunidad escolar. Es evidente que debemos dejar constancia de que los fenómenos de hostigamiento y de acoso que se realizan en forma reiterada cuando la víctima se encuentra en una situación de indefensión, y, además, cuando se ejercen por cualquier medio, forman parte de conductas que, a lo menos, debemos controlar.



Hago presente que hoy día las prácticas de bullying no solamente se realizan al interior de los establecimientos educacionales. Uno de los problemas crecientes que reviste este fenómeno estriba en que ellas se llevan a cabo a través de medios virtuales, de las llamadas “redes sociales” con efectos devastadores para sus víctimas.



En segundo término, el proyecto busca definir en forma adecuada los contornos de esta conducta y, simultáneamente, diferenciarla de aquellas -por así decirlo- más normales de violencia escolar.



Del mismo modo, cabe destacar que la iniciativa no se refiere únicamente a la violencia que se genera entre los estudiantes. Lamentablemente, al interior de las comunidades educativas de nuestro país -este es un fenómeno, por lo demás, de carácter mundial- estos hechos de agresión escolar se producen en distintas direcciones. Por ejemplo, se dan cuando profesores o asistentes de la educación son hostigados u objeto de actos de violencia física o psicológica por parte de los propios estudiantes.



También cabe advertir que dicho fenómeno se origina en sentido inverso. Ocurren casos específicos donde los profesionales de la educación y los asistentes del área incurren en conductas de maltrato hacia los estudiantes.



En consecuencia, observamos -por así decirlo- casos que consisten en agresiones cruzadas, es decir, aquellas que se producen horizontalmente entre los propios alumnos, y también en forma vertical, esto es, desde los alumnos hacia sus profesores y asistentes como también en sentido opuesto.



Por otra parte, el proyecto tiene por finalidad consagrar diversos mecanismos con el objeto de romper la denominada “ley del silencio”. En particular, los actos de hostigamiento, matonaje y bullying florecen y se propagan debido a que los niveles de respuesta de los miembros de la comunidad escolar son bajos frente al fenómeno.



Algunos profesores, sea cual fuere la razón -no es del caso establecer aquí ninguna forma de enjuiciamiento-, cuando toman conocimiento de tales acciones que afectan a sus alumnos, o no los denuncian o carecen de mecanismos adecuados para hacerlos presentes a la autoridad respectiva.



Idéntica situación acontece con otros estudiantes, con los asistentes de la educación y también con padres y apoderados susceptibles de hallarse en cualquiera de ambas posiciones: pueden ser padres o apoderados de alumnos que son objeto de agresiones o, simultáneamente, de estudiantes que perpetran estas agresiones.



Por lo tanto, el concepto general del proyecto apunta a elevar los umbrales de responsabilidad de todos los actores capaces de prevenir y detener, ojalá en una etapa temprana, estos fenómenos de violencia.



Por último, señor Presidente, deseo formular dos consideraciones.



La iniciativa establece sanciones drásticas para los colegios que, frente a hechos de esta naturaleza, permanezcan en completa pasividad como también para aquellos que -como señalé- no actúen en forma oportuna y eficaz a los efectos de poner coto a tales acciones.



Al mismo tiempo, se entrega el respaldo legal adecuado a aquellos establecimientos educacionales que sí adoptan, conforme a sus reglamentos internos, las medidas necesarias para frenar los actos de maltrato, de violencia o de bullying que pueden recibir algunos alumnos de dichos colegios.



Además, cabe dejar constancia de que bajo ninguna circunstancia el proyecto tiene un cariz sancionatorio. Básicamente, tiende a establecer todos los mecanismos de prevención que permitan controlar estos fenómenos al interior de los establecimientos educacionales.



Asimismo, debe tenerse en cuenta que el Ministerio de Educación, en especial durante el actual Gobierno, ha mostrado una actitud sumamente activa en esta materia. Las señales que el señor Ministro del ramo ha entregado en cuanto a su preocupación personal y directa respecto de estos fenómenos son, desde nuestro punto de vista, particularmente alentadoras.



Por lo tanto, lo que pretendemos es que dicha Cartera de Estado pueda seguir realizando, con todo el apoyo necesario, aquellas labores conducentes a frenar los actos de violencia que hoy día afectan la vida de muchos estudiantes en nuestro país.



Por último, señor Presidente, cabe recordar que el Gobierno le ha dado urgencia a la iniciativa legal en comento. La idea es que podamos imprimirle -este tema fue objeto de conversación en la Comisión de Educación- una tramitación expedita al proyecto en términos de lograr un objetivo bastante simple pero, a la vez, muy importante: que al inicio del próximo año escolar contemos con una normativa legal mucho mejor de la que tenemos hoy día, para enfrentar en todas sus facetas los fenómenos de violencia escolar.



He dicho. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señores Senadores, si no hay objeción, se abrirá la votación.



--Así se acuerda.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Asimismo, propongo fijar la hora de término del Orden del Día de esta sesión a las 20.



¿Habría acuerdo?

El señor LONGUEIRA.- ¿Qué otras iniciativas quedan, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En la tabla figura el proyecto, iniciado en moción de la Senadora señora Alvear, referente a la aplicación del procedimiento de demandas colectivas en los juicios por daños o perjuicios en la calidad de las construcciones.



Después, correspondería tratar la iniciativa que permite establecer condiciones de resistencia y mitigación de los efectos de maremotos en las construcciones costeras, iniciado en moción de los Senadores señores Horvath, Prokurica y Sabag...

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¡Ese exige rapidez!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Y los restantes son proyectos vinculados a la iniciativa sobre conductas terroristas, que ya despachamos anteriormente y que pasó a Comisión Mixta.

El señor LONGUEIRA.- Muchas gracias, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Entonces, si le parece a la Sala, se fijará como hora de término del Orden del Día las 20.



--Así se acuerda.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación.

                       --(Durante la votación).
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide, para fundamentar su voto.
El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, me alegro muchísimo de que se haya presentado este proyecto de ley y felicito a sus autores.


Como nos hallamos en la discusión general, solo me referiré a algunos puntos, pues espero con posterioridad formularle indicaciones durante el análisis en particular.



En los años 2006 y 2007, cuando formé parte de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología junto con los Senadores señores Cantero, Navarro y Chadwick, entre otros, organizamos un seminario en el cual participaron más de 30 personas vinculadas al ámbito escolar, especialmente al de la psiquiatría y psicología infantil.



En esa ocasión, se plantearon cerca de 30 propuestas que deberían incorporarse a la actual normativa legal relacionada con la educación, sobre todo en lo que respecta, de acuerdo a la conclusión de los participantes, a uno de los factores esenciales que constituían la causa de la gran violencia escolar que en aquel entonces -según esos cálculos- afectaba al 30 ó 32 por ciento de los jóvenes que cursaba la educación secundaria.



¿Qué se resolvió en cuanto a las ideas centrales que debíamos estudiar?



En primer lugar, entender que el problema de la violencia escolar es bastante más fuerte, duro y difícil de lo que pensamos; que reviste consecuencias muy graves y que no se circunscribe a una simple situación concreta en determinadas escuelas.



Segundo, que el fenómeno no proviene de los propios colegios, sino que cruza toda la sociedad chilena. Por lo tanto, lo que sucede es que los niños, especialmente de la primera y tierna infancia, vale decir, hasta el séptimo u octavo año, son mucho más proclives a captar los antivalores existentes en la comunidad nacional. Y en ello, específicamente, de acuerdo a lo que señalaba la doctora Herrera -en aquel momento, Presidenta de la Sociedad Chilena de Pediatría y de la Sociedad de Psiquiatría de la Infancia-, tiene que ver lo que significa la presencia de la televisión.



Hoy día, todas las personas que trabajan en esta materia consideran que la televisión es un factor esencial en la creación de un mundo donde la violencia ocupa un lugar concreto, fuerte, grave en la deformación de los jóvenes.



En Estados Unidos, hace diez años, y ahora en Chile con cifras muy similares, se calculaba que a los 13 años de edad un niño había visto en la televisión una cantidad aproximada de 10 mil a 13 mil asesinatos. La gran diferencia con el resto de la gente es que, en esas escenas, el menor no logra entender qué es realidad y qué es ficción y -lo que es peor- no distingue las razones éticas por las cuales mata un asesino o un defensor de la ley. 



Esta es, tal vez, una de las cosas que más influyen en el niño, quien no comprende por qué, si se mata o se golpea a alguien en la televisión, ello no puede aceptarse que ocurra también en la escuela.



Señor Presidente, en definitiva, esta cuestión es mucho más profunda que la sola posibilidad de entregar atribuciones para promover la sana convivencia escolar. Me alegro de que se haya presentado el proyecto que nos ocupa, pero creo que es insuficiente. Por lo tanto, si bien lo votaré favorablemente, anuncio que le formularé indicaciones. 



Además, haré llegar a la Comisión y a cada uno de los Honorables colegas este estudio que tengo en mi poder, producto de un gran esfuerzo que hizo el Senado en su oportunidad.



En el tiempo que me resta quiero señalar lo siguiente.



Nuestra sociedad es de por sí violenta. Y la cultura general del país es de violencia institucionalizada en distintos aspectos. 



Veamos lo que acontece hoy.



Llevamos muchos días analizando el problema del terrorismo, que constituye una forma institucionalizada de violencia, por la cual la gente es repelida en diversos ámbitos: desde el Estado, por la violencia institucional que se produce en los mismos términos en que aquí se ha discutido la Ley Antiterrorista; y también desde la institucionalidad del poder económico, porque, quiérase o no, las personas que no lo poseen sienten una brutal presión debido a la fuerza con que aquel puede actuar desde el otro sentido.



Pero hay algo que es preciso entender. Hace aproximadamente 15 a 20 años presentamos, y se aprobó, un proyecto que dio origen a la Ley sobre Maltrato Infantil, porque ya en aquel entonces teníamos claro que existía una fuerte instancia en la cual los estudiantes y los jóvenes, particularmente hasta los 14 años, se sentían maltratados por sus padres o sus profesores o en las instituciones con que tenían relación, y que ese maltrato infantil producía maltratadores. 



Es decir, el menor que se siente maltratado, incluso en la familia por sus padres, que es la mayor fuerza que cruza todos los sectores sociales, termina siendo un gran maltratador a quien puede hacer daño cuando tiene el vigor suficiente para lograrlo.



Eso se ha repetido en el tiempo. Y en la actualidad, a pesar de que en la ocasión aludida se nos dijo que estábamos hablando de cifras exageradamente altas, tenemos la confirmación de ello de acuerdo a los antecedentes que en la propia Comisión informante se nos entregaron.



Por lo tanto, la presencia de violencia institucional; la violencia que visualizamos en el país; la influencia de la televisión, donde no se pone coto a los programas que se transmiten, o por lo menos en aquella en la que participa el Estado, a fin de evitar tales excesos, tienen que ver con el problema de que se trata.



Días atrás, junto con otros Senadores, conversamos con el Presidente de Televisión Nacional y le planteamos la necesidad de realizar cambios en la materia. Y esos cambios tienen que provenir, no solo de la normativa que nosotros elaboramos para generar las instituciones de televisión o de exposiciones muy fuertes al oído o a la vista de los alumnos, sino también de la entrega de orientaciones positivas en cuanto al buen vivir.



Hemos reclamado eso de parte de la televisión pública, señalando que entre las obligaciones del Estado -sin caer en lo que pudiera ser una limitación del derecho de prensa- sí debe figurar una orientación a la  televisión, abierta o cerrada, en general, la que está en deuda con la gente, con el país y muy especialmente con los niños.



El análisis de ello ha sido motivo de distintas intervenciones desde 1990 en adelante.



Como dije, señor Presidente, me alegro de que se haya presentado esta iniciativa. Y le voy a formular indicaciones. Además, haré llegar a todos los colegas el estudio que mencioné y que es bastante contundente.



Espero que podamos avanzar.



El Senador informante de la Comisión, que me precedió en el uso de la palabra, expresó -estando presente el señor Ministro- que el Ejecutivo le pondrá urgencia al proyecto. Lo celebro, para que podamos progresar. Pero, sí, el texto requiere profundas modificaciones, con el propósito de que efectivamente tenga incidencia en las políticas de educación y en las conductas generales que empecen a los niños cuando se encuentran en clases. De lo contrario, nada ganaremos con las obligaciones que pudiéramos establecer a los colegios o a sus directores.



Por último, señor Presidente, desearía que en algún momento la Comisión de Educación se abocara a renovar el estudio que hicimos en aquel entonces -en él hubo participación de profesionales médicos, psicólogos, del ámbito social, del Ejecutivo, de psiquiatras infantiles en forma muy especial-, revisarlo y adecuarlo a la realidad actual.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, por cierto, voy a apoyar la iniciativa, que presentamos con diversos colegas. Y hago mías las palabras del Honorable señor Allamand, quien a mi juicio describió correctamente el objetivo que con ella se persigue.



He escuchado con atención al Senador que me antecedió en el uso de la palabra: don Mariano Ruiz-Esquide, y creo que, en verdad, el proyecto puede ganar a partir de las indicaciones en el área y en la dirección que él mencionó.



Solo quiero resaltar que el texto recoge en parte los cambios que ha vivido la sociedad chilena en lo relativo al maltrato escolar, que hoy se denomina con la palabra anglosajona bullying, pero que antes se llamaba de distintas maneras: molestar, acosar, perseguir en los patios durante el recreo a aquellos que eran diferentes.



El proyecto busca hacerse cargo de lo que en Chile históricamente -cualquiera que haga memoria de su paso por un establecimiento educacional puede corroborarlo- fue la persecución a quienes, por alguna razón, eran distintos: a aquel que tenía sobrepeso, la tez más morenita, una inclinación u opción sexual diversa, que no se integraba o era tímido.  



Los menores que exhibían alguna de dichas características eran objeto de maltrato. Y eso -como bien dijo el Honorable señor Ruiz-Esquide- al final redunda en que aquellos que fueron acosados terminen siendo adultos más débiles y que no generan un aporte.



Pero no es menos cierto que, pese a la ocurrencia de tales situaciones, que muchos de nosotros vivimos -quizás, algunos como víctimas; otros, como acosadores o, simplemente, como testigos-, los establecimientos educacionales no se hacían cargo del problema. La novedad de este proyecto es que en el futuro se les va a exigir investigarlo y no “hacer la vista gorda” respecto de lo que sucede en su interior.



Rescato todo lo que se ha planteado en esta Sala. Y pienso que, ciertamente, la violencia y el acoso escolar derivan de un problema familiar, de valores. 



Sin embargo, es indudable que en el aspecto valórico no pueden dejar de tener responsabilidad los establecimientos educacionales.



¿Cuántas veces uno presenció cómo alguien era maltratado y el inspector o el profesor miraban para el techo o “hacían la vista gorda”?



Entonces, acá estamos diseñando una institucionalidad encargada de velar para que el recinto estudiantil, junto con instruir valóricamente, se encargue de lo que ocurre en su interior.



Por eso, señor Presidente, creo que este proyecto significa un avance. Espero que sea aprobado, para que cuando comience el próximo año escolar, en marzo de 2011, se cuente con una legislación que ayude a trabajar en torno a un problema que reviste importancia y que es sufrido a diario por miles de niños y jóvenes.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, cuando me correspondió presidir la Comisión de Educación del Senado, tuvimos un debate sobre el bullying. Realizamos un evento -a propuesta, entre otros, del colega Cantero- en la sede santiaguina de esta Corporación. Escuchamos a profesionales referirse (lo señaló el Senador Ruiz-Esquide) a las consecuencias derivadas de la sociedad violenta en que vivimos. Llegamos incluso a enterarnos de resultados científicos -bastante desconocidos para algunos- acerca de cómo el proceso de maduración física del cerebro varía según si las personas se hallan expuestas o no a situaciones de violencia a temprana edad.



Quiero, por ende, decir que estamos frente a una materia amplísima y que se requiere en primer término la voluntad del Congreso Nacional para profundizar en su estudio, más allá de esta iniciativa puntual, con relación a los fenómenos de violencia de la sociedad en que vivimos, donde, sin duda, los medios audiovisuales, y en particular la televisión, tienen un rol tremendamente fuerte en la formación de los niños y adolescentes.



Ahora, entiendo que este proyecto -lo valoro no solo por ser transversal sino también porque apunta al tratamiento de un asunto relevante- dice relación esencialmente a los cambios en el reglamento interno de cada establecimiento educacional más que a la parte declarativa de las primeras normas que se proponen. Ello, dado que para quienes participamos en la discusión de la LOCE -porque esa es la ley que se está modificando- resulta evidente que, en materia de deberes y derechos, es responsabilidad de todos los integrantes de la comunidad propender a una convivencia sana, sin violencia, mejor para sus habitantes.



La explicitación que se efectúa en el proyecto constituye un aporte, sin duda. Pero yo diría que la mayor contribución emana de los artículos 15 B y 15 C, nuevos, donde se propone regular en términos prácticos la existencia de un Comité que se haga cargo del problema en los establecimientos educacionales.



Creo que la integración de los elementos escolares en aquel órgano es aún deficiente. Yo apuntaría en particular a que en los colegios de enseñanza media la participación del alumnado fuese mayor que la planteada.



Empero, este es un aspecto complementario. La creación del Comité es lo relevante.



Atribuyo gran importancia a la incorporación en el reglamento interno de normas relacionadas tanto con la obligación de los profesores de denunciar los hechos de violencia como con la responsabilidad de la dirección del colegio cuando no toma medidas disciplinarias o correctivas.



La pregunta que cabe es si en el reglamento que se propone es también responsabilidad de los estudiantes denunciar los actos de violencia. Esto no figura en la moción, pero me parece que es uno de los aspectos que dicen relación a la corresponsabilidad.



No cabe duda, señor Presidente, de que la pedagogía utilizada en los establecimientos educacionales incide mucho en el tipo de comportamiento de la comunidad escolar. Algunos aplican una pedagogía en virtud de la cual se entrega confianza a alumnos y alumnas. No son los paradigmas competitivos existentes hoy día; no son despersonalizados como muchas de las opciones pedagógicas actuales, en que no se estimula el desarrollo del lado del cerebro que tiene que ver con la inteligencia afectiva -esto es muy significativo- y donde no hay violencia.



Por cierto, señor Presidente, voy a votar a favor.



Más aún, deseo manifestar que aquí se ha subestimado la violencia de profesores, en algunos casos, contra alumnos. 



Aprovecho la ocasión para dar a conocer que, en la comuna de Chépica, una profesora amarró a un estudiante de 9 años en la sala de clases “para ejemplificar que era un niño desordenado”. ¡Lo amarró, con conocimiento de la dirección, del departamento de educación, de todas las autoridades políticas comunales, y no tiene sanción!



Señor Presidente -y con esto termino-, me parece que deberemos establecer claramente el límite entre los actos de violencia, el bullying, y los elementos constitutivos de delitos.



Creo que allí existe un espacio que debe precisarse. Porque hay menores con responsabilidades penales. Cuando la violencia llega a grados mayores, ya no se trata de bullying en el sentido clásico, como muchos lo entendemos, sino de actos delictivos abiertamente. De modo que es necesaria una separación al respecto.



Y lo mismo cabe hacer en el caso de maltrato de profesores y de actos constitutivos de delitos, que también ocurren.



La Ley de Maltrato Infantil estableció un límite claro para determinar cuándo una conducta se transforma en delito.



Ahí surge un segundo elemento, señor Presidente.



Este proyecto nos parece muy positivo. Por tanto, lo votaremos a favor.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, este asunto me ha preocupado en términos de promover la cultura de la no violencia activa.



Con los Diputados Joaquín Godoy y Tucapel Jiménez desarrollamos hace un par de años en la Región de Valparaíso una campaña para llamar justamente a la no violencia activa. Y, en forma conjunta, iniciamos otra en la comuna de Casablanca, para que los propios alumnos de los colegios municipalizados pintaran motivos alusivos a la prevención del bullying.



Este es un fenómeno creciente. Para comprobarlo, basta ver las cifras que exhibe el Ministerio de Educación: entre 2009 y el año en curso, las denuncias aumentaron de 1.046 a 1.637; en 2010 ha habido 761 por maltrato psicológico y físico entre alumnos y 876 por maltrato físico y psicológico de un adulto a un educando.



Ello nos debe llevar a reflexión sobre qué tipo de sociedad estamos construyendo.



En el mismo sentido, si bien existe hoy un marco jurídico que permite establecer algún tipo de sanciones, particularmente en lo relativo a los delitos de lesiones, no hay una legislación específica sobre este fenómeno creciente.



Ya hemos debido lamentar incluso pérdidas de vidas humanas en casos de menores que han sufrido acoso o bullying.



Por tanto, se trata de un problema que debe preocuparnos.



Los cambios que introduce el proyecto de ley en debate van en la dirección correcta al consignar que será obligatorio, cuando se tome conocimiento de hechos de tal naturaleza, no solo denunciarlos ante los profesores o la dirección del establecimiento educacional, sino también ponerlos en conocimiento de los padres y apoderados.



Al respecto, coincido con el Senador Letelier en que falta obligar a que los propios alumnos denuncien ese tipo de conductas. De modo que podremos mejorar la norma respectiva.



También me parece adecuado, por ejemplo, el establecimiento de un reglamento interno que determine qué conductas serán consideradas acoso o bullying.



La aplicación de sanciones a los colegios que no adopten medidas disciplinarias o correctivas para evitar el acoso o bullying también va en la dirección correcta.



En consecuencia, este proyecto procura satisfacer la necesidad ineludible de construir una sociedad que favorezca el diálogo y la no violencia activa.



Estamos ante un fenómeno preocupante, que debe importarnos como legisladores. 



Por consiguiente, el llamado que hacemos, incluso a quienes están siguiendo la sesión por el Canal del Senado, es a poner este problema sobre la mesa, en el centro del debate público.



Junto con las campañas contra el bullying que estuvimos realizando en los colegios municipalizados de Casablanca, y también en la comuna de Concón, repartimos instructivos a los efectos de que los padres, tras percatarse de ciertas conductas de sus hijos, formularan las denuncias del caso cuando de alguna manera fueran resultantes de un acoso.



Hay otros fenómenos que hemos estado viendo en el último tiempo y que tienen bastante implicancia en términos de maltrato psicológico. Por ejemplo, el acoso por medios electrónicos, aspecto que también debiera ponerse en el debate público.



Señor Presidente, esta iniciativa va en la dirección correcta. Hemos realizado campañas sobre el particular. Y valoro la moción que le dio origen, pues se hace cargo de un problema preocupante y creciente en nuestro país.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, este proyecto me parece muy positivo, pues recoge una realidad que día a día se agudiza en el sistema educativo.



Además, coincide con una señal muy potente que entrega el Poder Judicial cuando, frente a un recurso presentado por un apoderado, establece que el colegio es corresponsable de la falta cometida por un alumno que ejerció bullying y, por ende, puede tomar medidas disciplinarias. En efecto, se expulsa a dicho estudiante; sus padres reclaman a la justicia, y la Corte de Apelaciones de Santiago determina que, dentro de los procesos disciplinarios, tal sanción es perfectamente coherente y legítima.



Considero que ese elemento potencia la efectividad de la normativa en análisis al poner en un justo equilibrio los derechos y los deberes.



Algo que a mí por lo menos me ha venido ejerciendo presión en la última década es observar cómo se exacerba el sentido del derecho y de qué manera se reclaman permanentemente los derechos pero sin que exista clara conciencia de que para tenerlos también hay que cumplir deberes y de que los derechos individuales terminan cuando se atropellan los de otras personas; en este caso, de integrantes de la comunidad educativa.



Eso, en primer lugar.



Lo segundo que estimo muy relevante en esta iniciativa, a la que me invitaron los Senadores Chadwick y Allamand -lo agradezco, porque se trata de un asunto que me ha preocupado desde larga data-, es que se considera asimismo el concepto de responsabilidad de lo que en el sistema educacional se denomina “comunidad educativa”.



Así, distingue responsabilidades entre los directivos, los docentes, quienes apoyan el proceso educativo, los padres y apoderados y los alumnos.



Creo que eso resulta también muy significativo.



Opino que este proyecto de ley va a recibir indicaciones en el sentido expuesto por algunos Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra, particularmente por la experiencia que hemos acumulado en la Comisión de Educación.



Existe en el sistema educacional una gran falencia respecto a lo que en el ámbito médico corresponde al manejo emocional: cómo manejar emociones en la interacción de las relaciones humanas.



Además, se da cuenta -y ratifico su trascendencia- del manejo de medios, lo cual debe estar incorporado igualmente en el proceso educativo. 



Las pantallas interactúan con nuestros hijos mucho más tiempo que nosotros, sus padres. En Chile, el promedio de un niño frente a la pantalla, sea del televisor o de un computador, interactuando en Internet, bordea las 4 horas.



¿Cómo, entonces, tomar conciencia del manejo de esa relación con un medio sin la asistencia de un adulto, de un padre o apoderado? 



Para mí, eso también debiera pertenecer al ámbito de responsabilidad del proceso educacional.



Atribuyo gran relevancia, en el campo de la violencia escolar, a la distinción que se hace entre los aspectos físico y psicológico, cualesquiera que sean los medios utilizados, incluidos los virtuales y los cibernéticos.



En el último tiempo hemos conocido situaciones conmovedoras (dada la influencia de los medios y la presencia de menores frente a las pantallas), que han dañado aun la salud mental de muchos niños y niñas. Y sabemos incluso de hechos dramáticos en que algunos afectados se han quitado la vida.



Por consiguiente, estas cuestiones adquieren gran importancia.



Del artículo 15 B, nuevo, que se propone, yo enfatizaría cómo se define todo el proceso. Hay allí un concepto de comunidad escolar conforme al cual se entrega una responsabilidad a cada uno de los interactuantes. Se genera un Comité...

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.



¿Cuántos minutos necesita la Región de Antofagasta para continuar...?

El señor PROKURICA.- ¡Indefinidamente...!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¡No hay problema...!

El señor PROKURICA.- ¡Queremos escuchar a Su Señoría!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Dispone de un minuto adicional, señor Senador.

El señor CANTERO.- Le agradezco mucho, señor Presidente y coterráneo de nuestro norte querido.



En el reglamento interno se deberán establecer las distintas graduaciones de las conductas que constituyen falta a la sana convivencia (artículo 15 C, nuevo).



Se determina el rol de los profesores y de los padres, quienes habrán de hacer las denuncias del caso, y asimismo, el que les corresponderá a los establecimientos educacionales (particularmente a sus directores), que, de no cumplir sus responsabilidades en la materia, recibirán sanciones tanto en el ámbito económico como en el judicial.



Con todo, califico esta iniciativa de muy importante; valoro el respaldo que se le dio en la Comisión, y espero que en la Sala se apruebe, ojalá unánimemente.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Le daremos la palabra sin ningún problema al señor Ministro de Educación, ¡siempre y cuando reconsidere la decisión de no incluir un Liceo Bicentenario para la Región de Antofagasta...!

El señor ORPIS.- ¡Para todo el Norte Grande...!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Para todo el Norte Grande, como dice el Senador señor Orpis. Porque nos quedamos sin Liceos Bicentenario.

El señor LAVÍN (Ministro de Educación).- ¡Precisamente estaba leyendo un mensaje sobre el punto...!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra, señor Ministro.

El señor LAVÍN (Ministro de Educación).- Señor Presidente, por su intermedio, les pido a los señores Senadores el máximo de celeridad en el despacho de este proyecto.



La verdad es que él surgió de esta propia Corporación, y el Gobierno decidió ponerle urgencia.



El maltrato escolar -seré muy breve; no repetiré lo ya dicho- se ha transformado en un problema nacional. Y Sus Señorías así lo han visto a través de los medios de comunicación.



El Ministerio de Educación es el que recibe las denuncias. Nos ha llegado 60 por ciento más que el año anterior en materia de maltrato escolar.



Sin embargo, el bullying no es lo mismo que el maltrato escolar. 



El bullying se refiere al maltrato entre pares, entre estudiantes.



El maltrato escolar tiene mayor amplitud. Es de alumnos a profesores; de profesores a educandos; de inspectores a estudiantes -como ha ocurrido recientemente-; de apoderados a maestros. O sea, se refiere a la comunidad escolar en general.



Creemos que el aumento de denuncias tiene que ver con el hecho de que ahora los niños y jóvenes están mucho más expuestos que en el pasado a los medios tecnológicos. De manera que hoy día todos los efectos de este fenómeno, que a lo mejor conocimos en nuestros colegios, se amplifican: todo se graba en video a través de celulares; se sube a Youtube; está en Facebook, y al final la comunidad escolar completa lo conoce. Entonces, la herida que infiere el maltrato psicológico, un sobrenombre hiriente, etcétera, se amplía mediante los medios tecnológicos.



Este proyecto da cuenta de tal problema. Y en la actualidad no existe ninguna legislación al respecto.



La iniciativa en debate le permite al Ministerio de Educación actuar. Hoy día no tenemos las herramientas para sancionar, por ejemplo, a un colegio que conoce un caso de bullying y, sin embargo, no se preocupa. Pasa el tiempo. Y, como normalmente el hilo se corta por la parte más delgada, el alumno debe retirarse; el papá tiene que incurrir en gastos de matrícula en otro lugar, y el colegio no hace nada. Hasta el momento no hay ninguna forma de sancionar a ese establecimiento.



Este proyecto permite hacerlo. Pero, al mismo tiempo, posibilita la prevención al exigir que se constituya un Comité de la Sana Convivencia Escolar; que haya en el colegio un encargado de la convivencia estudiantil y que todo el mundo sepa que a esa persona le llegan las denuncias; que exista la obligación de denunciar y de informar a los papás.



Observo todos los días que estos últimos plantean: “El colegio nunca me dijo nada. Todos lo sabían. El profesor también. Vieron cuando insultaron a mi hija, pero nunca me lo contaron.”



Como es obvio, se debe investigar privadamente primero.



Y se llegaría a situaciones mayores, como sanciones y multas a los colegios, cuando fuera del caso.



En verdad, otros países disponen de legislaciones bastante modernas sobre la materia, y Chile, dada la situación que vive, tiene que hacer otro tanto, así que pido que se le dé el mayor apoyo posible a la iniciativa, señor Presidente.



Junto con algunos señores Senadores hemos contraído el compromiso de que el año escolar 2011 se inicie con una ley vigente sobre el maltrato escolar.



Muchas gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, en la lectura del proyecto presentado por varios Honorables colegas se reconoce una realidad vigente en innumerables escuelas.



Al escuchar la intervención del Senador señor Letelier, entre otras, recordé una situación que se vive en una comuna de mi circunscripción, en donde, pese a la denuncia de los padres a la dirección de un colegio y al municipio, por tratarse de un plantel correspondiente a la esfera de este último, no ha habido reacción ni respuesta alguna.



Echo de menos en la iniciativa la incorporación de la responsabilidad de las direcciones de educación de las municipalidades, porque se deja todo solo en el ámbito de la dirección del establecimiento. Pienso que igualmente tiene que contemplarse el aspecto a que me refiero y la sanción a los municipios cuando no actúan y no responden a las denuncias que formulen los padres, con pruebas, del abuso y del maltrato que sufran los alumnos.



Durante la discusión particular, vamos a presentar la indicación pertinente, porque creo que ese factor asimismo debe ser considerado.



Muchas gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, estoy completamente convencida igualmente de la bondad de la iniciativa; pero deseo hacer un llamado de atención respecto de un elemento que las leyes no alcanzan a lograr, que es el aporte de la familia, a fin de reforzar una normativa de esta naturaleza.



Una cosa es legislar sobre los colegios, sobre la conducta de los alumnos, los profesores y el personal, así como respecto de las normas de reciprocidad que deben existir para todos, mas se plantea, asimismo, un asunto bastante importante relacionado con la autoridad, que es algo que escapa de los textos legales. Este último concepto va mucho más allá y tiene que ver también con la familia y con la forma como se ejerce horizontalmente, en la conversación, en el cariño mutuo, en el entendimiento, sobre todo en la etapa escolar, ya sea en niños menores, cuando están iniciando su preadolescencia, y después en el caso de los adolescentes. Son etapas distintas de la vida, que presentan distintas dificultades y bemoles.



Y, a la vez, los preadolescentes y los niños menores, sobre todo, se hallan muy expuestos hoy a las redes sociales, que reportan una serie de beneficios positivos en el mundo entero, pero también perjuicios cuando son mal utilizadas o se emplean para hacer daño.



Por esa razón, pienso que la fuerza del proyecto debe afirmarse bastante en la convocatoria a la familia, en términos de que esta se involucre mucho más en los procesos educativos de los niños.



Hace poco tiempo se realizó un encuentro en la Universidad Viña del Mar, ubicada en la comuna de Quillota, que es parte de la provincia del mismo nombre y de la circunscripción Cordillera, que represento en la Región de Valparaíso, y veíamos, por ejemplo, que en toda la Quinta Región, tanto en Costa como en Cordillera, los niños de la educación pública, municipalizada o subvencionada, muestran cifras rojas en términos de aprendizaje en matemática, así como en los resultados de las pruebas SIMCE y TIMMS, etcétera.



Ahí hay algo que va más allá de las buenas iniciativas de ley, de las modificaciones legales que podamos efectuar en el Senado, y que tiene que ver con comprometer a los padres en los procesos educativos, respecto al ejercicio de la autoridad, de la disciplina, en términos del trabajo bien hecho.



Por lo tanto, estos proyectos, en mi opinión, tienen fuerza en la medida en que se involucra a toda la comunidad y, en especial, a la familia, ya que representa un valor, sobre todo, la prédica con el ejemplo en el ejercicio de la autoridad. No me refiero a una facultad autoritaria, desde el punto de vista de su aplicación, sino comprensiva, acogedora, pero, a la vez, con normas y rayado de cancha claros, lo que dice relación a una de las razones por las cuales hoy se presenta tanto problema en materia de educación. Ello se ve reflejado en las cifras, en los resultados de gestión y, particularmente, en lo que arrojan las pruebas.



En consecuencia, aprovechando la presencia del Ministro señor Lavín, deseo consignar que considero muy pertinente favorecer todo aquello que permita que estas leyes también sean conocidas por los padres y los centros de padres, que sean motivo de conversación, de encuentro, a fin de poder aplicarlas realmente en conjunto, porque pienso que allí reside el éxito de una normativa de la naturaleza de la que nos ocupa.



Por todo lo expuesto, votaré a favor de la iniciativa en debate, desde luego.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, es bastante dramático tener que llegar a legislar sobre la violencia al interior de los colegios, como sucede con el proyecto en examen, porque uno esperaría que, en materia educacional, esa labor se refiriera a los aspectos académicos, de formación, de exigencia, de cómo tratamos de obtener mejores resultados. Creo que el que señalo es el punto más importante que debería llamarnos a reflexionar en el Senado.



Y ello ha obedecido a la reacción ante determinados hechos que han impactado a la opinión pública por el nivel de agresividad que se está viviendo en los establecimientos educacionales.



Si lo anterior se está dando en plena etapa formativa de los estudiantes, ¿qué esperamos de estas generaciones en el futuro? Pienso que esa es la pregunta pertinente.



Por lo tanto, lo más relevante de la iniciativa se encuentra en el artículo 2º, donde se contempla un Comité de la Sana Convivencia Escolar. Me parece que será esa instancia la que tenga que ir mucho más allá de la simple violencia física o psicológica en el interior de los colegios. El Senador que habla esperaría que dicho órgano se transformara en un punto de encuentro para abordar este tipo de circunstancias, las cuales, en forma tan dramática, como lo señalaba, se registran, no de manera excepcional, sino de un modo bastante masivo a nivel escolar. Hoy día se vive, al menos en determinados sectores, un clima de gran agresividad -repito- en los establecimientos.



El proyecto, entonces, más que enorgullecernos como sociedad, debería avergonzarnos por tener que legislar sobre la violencia en los menores de edad.



Juzgo que se deberían dar pasos mucho más radicales, no solo para denunciar tales hechos, sino también para tratar de formar y generar un clima distinto en toda la formación educacional, que se halla muy lejos de los ideales que muchos de nosotros esperamos en el caso de los colegios.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, deseo destacar la moción de los Senadores señores Chadwick, Allamand, Cantero, Lagos e Ignacio Walker, porque creo que, tal como quedó claramente determinado en el debate y en un seminario especial que la Comisión de Educación realizó para estudiar los fondos, la iniciativa representa algo más que una declaración de principios. Constituye un elemento que efectivamente estaba faltando dentro de la convivencia escolar y los planteles educacionales.



Y digo que es algo más que una declaración de principios porque les fija a estos últimos un conjunto de tareas que es tremendamente necesario establecer en su interior.



Creo que se contemplan aspectos muy importantes, como la creación...

El señor ORPIS.- La del Comité de la Sana Convivencia Escolar.

El señor QUINTANA.- Exactamente. Le asigno una gran importancia a este órgano, que se integraría con el Director del establecimiento, desde luego; el presidente del Centro de Padres y Apoderados; el presidente del Centro de Alumnos o alguien que estos determinen; un representante de los profesores y otro de los asistentes de la educación.



Es decir, se trata de la comunidad escolar, mas no volcada a sancionar. Tal vez, eso es importante dejarlo muy claro. El proyecto no busca solo castigar. Se considera, eso sí, algún tipo de sanción a los establecimientos -ello, por cierto, me preocupa, aunque, como han señalado los autores de la moción, no se busca penalizar- que puede ser un poco delicada.



Repito que instituir el Comité me parece un avance relevante.



Asimismo, se dispone que en el reglamento de cada establecimiento se deberán incorporar las diversas conductas que constituyen una falta a la sana convivencia escolar. 



Sin embargo, señor Presidente, tengo dudas respecto del inciso que señala: “Si establecidos los hechos constitutivos de violencia física o psicológica, de hostigamiento y de acoso sostenido, la Dirección del Establecimiento no adoptase las medidas disciplinarias o correctivas correspondientes podrán ser sancionados con una multa de hasta 50 Unidades Tributarias Mensuales”.



Me surgen interrogantes al respecto, porque, a pesar de todo el esfuerzo desplegado por la Comisión de Educación en orden a escuchar a distintos actores, uno de los que quedaron fuera es nada menos que la Asociación Chilena de Municipalidades y su Capítulo de Educación.



Algunos municipios cuentan efectivamente con planes de prevención para poder enfrentar el que, como bien se ha definido acá, constituye un problema severo en el comportamiento y dice relación a conductas reiteradas de acoso, matonaje e intimidación entre pares. Creo que es muy importante señalar este último elemento. Por ello, el concepto que algunos han dado contempla la reiteración y la intencionalidad, pero también se menciona la existencia de una posición asimétrica. Estimo que lo anterior no se refiere a un estudiante de más peso, de mayor estatura, respecto de otro más delgado o del más pequeño del curso. La situación se puede presentar entre alumnos de una misma condición corporal, física, intelectual, emocional, psicológica. 



A mi juicio, este es un aspecto al que sería preciso darle más vueltas.



Sin perjuicio de aprobar en general la iniciativa, señor Presidente, me parece necesario escuchar a algunos actores que han estado trabajando en algunos municipios como los de Lo Prado y de Maipú. Los alcaldes han manifestado preocupación, no solo por tener algo que decir con relación a los proyectos de prevención en los que han trabajado, sino también por fijarse una multa únicamente por no sancionar, lo que juzgo que puede constituir un exceso. 



Estudios realizados en algunas zonas del país demuestran que el castigo al estudiante agresor no da cuenta del drama que, muchas veces, este acarrea consigo. El joven probablemente trae violencia de su hogar, y, en tal sentido, el texto no apunta a las causas. Un muchacho de 10, 12, 14 ó 16 años que se encuentre en tal situación posiblemente ha aprendido en su entorno familiar que esa es la forma de resolver los conflictos, de modo que puede ser tan víctima como el agredido.



En ese aspecto, considero que es preciso analizar un poco más detenidamente el punto, como me lo señalaron muy bien estudiantes del Liceo Pablo Neruda, de Temuco, pertenecientes a un grupo de debate que concurrió incluso a una convocatoria...

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Dispone de un minuto más, Su Señoría.

El señor QUINTANA.- Me refiero a Nataly del Pino, Pablo Montecinos, Nicolás Molinas, Johanna Araya, Michael Sáez, David Quilodrán y Pilar Curiqueo, siendo profesor encargado el señor Juan Jiménez Romero. Ellos participaron en un torneo de debate en el que la Biblioteca del Congreso Nacional los invitó a presentar justamente una “moción parlamentaria” y expusieron una especie de iniciativa para proponer -termino con esto, señor Presidente- “un sistema no punitivo de condicionamiento social y ético, de reinserción, tanto para la víctima como para el victimario, remodelando un sistema de enseñanza para rehabilitar de forma eficaz a ambas partes”, es decir, a los dos niños.



Estimo que el hecho de que los propios estudiantes sugieran como rehabilitar a estos jóvenes es un paso mucho más importante y que debe ser un complemento del proyecto de ley en examen.



Desde luego, a este último vamos a aprobarlo en general, pero nos parece que en las indicaciones es preciso incorporar algunos aspectos en el sentido de lo que hemos planteado en el debate.



He dicho.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (31 votos a favor), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional exigido, y se fija como plazo para presentar indicaciones el martes 12 de octubre, a las 12.


Votaron las señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón, y los señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

Aplicación de procedimiento de demandas colectivas
en juicios por daños o perjuicios en construcciones
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, iniciado en moción de la Honorable señora Alvear, que permite la aplicación del procedimiento de demandas colectivas en los juicios por daños o perjuicios en la calidad de las construcciones.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6841-14) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de la Senadora señora Alvear).


En primer trámite, sesión 86ª, en 9 de marzo de 2010.

En tercer trámite, sesión 53ª, en 15 de septiembre de 2010.

Informes de Comisión:


Vivienda y Urbanismo, sesión 9ª, en 14 de abril de 2010.


Vivienda y Urbanismo (segundo), sesión 27ª, en 15 de junio de 2010.


Vivienda y Urbanismo (nuevo segundo), sesión 32ª, en 6 de julio de 2010.


Discusión:



Sesiones 10ª, en 20 de abril de 2010 (se aprueba en general); 33ª, en 7 de julio de 2010 (se aprueba en particular).
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- La Cámara de Diputados realizó una sola enmienda en el texto, la cual consiste en reemplazar, en el número 1 de la letra B) del artículo único, la expresión “al domicilio” por “a la ubicación”. De ese modo, dicha parte expresa:



“1.- Será competente para conocer de estas demandas el juez de letras correspondiente a la ubicación del inmueble de que se trate.”.



La modificación requiere, para ser aprobada, 21 votos favorables, correspondientes a los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio.

El señor NOVOA.- ¿Hay quórum?

El señor CANTERO.- En representación de mi Comité, pido segunda discusión.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En la primera discusión, ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



El asunto será tratado, entonces, en la próxima sesión ordinaria.



--El proyecto queda para segunda discusión.
Fijación de condiciones de resistencia y mitigación
de efectos de maremotos en construcciones costeras
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables señores Horvath, Prokurica y Sabag y los entonces Senadores señores Vega y Viera-Gallo, que permite establecer condiciones de resistencia y mitigación de los efectos de maremotos en las construcciones costeras.


--Los antecedentes sobre el proyecto (3880-14) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los Senadores señores Horvath, Prokurica, Sabag, Vega y Viera-Gallo).


En primer trámite, sesión 1ª, en 7 de junio de 2005.

En tercer trámite, sesión 53ª, en 15 de septiembre de 2010.

Informes de Comisión:


Vivienda, sesión 9ª, en 14 de abril de 2009.


Vivienda (segundo), sesión 34ª, en 15 de julio de 2009.


Discusión:



Sesiones 13ª, en 29 de abril de 2009 (queda para segunda discusión); 14ª, en 5 de mayo de 2009 (se aprueba en general); 35ª, en 28 de julio de 2009 (se aprueba en particular).
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, sustituyó el texto despachado por el Senado y le dio una nueva redacción a la letra e) del artículo 105 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.



En consecuencia, el diseño de las obras de urbanización y edificación deberá cumplir con los estándares que establezca la Ordenanza General respecto de:



“e) Condiciones de estabilidad y asismicidad, que tomen en consideración todas las características, fenómenos naturales y particularidades de los diferentes lugares del territorio nacional;”.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que consigna el texto del artículo 105 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, el proyecto aprobado por el Senado y la modificación realizada por la Cámara de Diputados.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión la enmienda efectuada por la otra rama del Congreso.



Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, el proyecto, iniciado en una moción del año 2005, se refiere a las condiciones mínimas de resistencia y mitigación de los efectos de maremotos y tsunamis en las construcciones costeras.



La ley actual establece, en la letra e) del artículo 105, referido al diseño de las obras de urbanización y edificación, la consideración de condiciones de estabilidad y asismicidad, pero no expresa nada acerca de las consecuencias de los fenómenos mencionados que pudieran afectar a tales zonas, en circunstancias de que tenemos expuestos 84 mil kilómetros de perímetro.



Tras el estudio en el Senado, el texto dispuso lo siguiente:



“e) condiciones de estabilidad y asismicidad, incluyendo, para el borde costero, condiciones de resistencia y mitigación de los efectos de los maremotos o tsunamis, tales como infraestructura de protección, materialidad de los primeros pisos de las edificaciones y vías de evacuación en edificios y urbanizaciones.”.



O sea, la redacción resultaba muy clara y definitiva respecto de qué se debe tener presente.



En la Cámara de Diputados, motivados seguramente por el tsunami del 27 de febrero recién pasado, incluyeron una diversidad de aspectos que derivaron en lo que leemos en el informe:



“e) Condiciones de estabilidad y asismicidad, que tomen en consideración todas las características, fenómenos naturales y particularidades de los diferentes lugares del territorio nacional;”.



Es decir, se contempla todo.



Obviamente, ello no tiene aplicación o requeriría, para abarcar todos esos aspectos, tal cantidad de estudios que haría inviable la iniciativa.



Por esas razones, señor Presidente, solicito a la Sala que rechace la fórmula propuesta por la Cámara de Diputados, a fin de regresar el texto del proyecto a su cauce original para que genere un efecto práctico, inmediato, sobre todo luego de los daños que hemos conocido a raíz del terremoto y posterior tsunami del 27 de febrero pasado.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación la enmienda planteada por la Cámara de Diputados.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la modificación propuesta por la Cámara Baja para reemplazar el artículo único del proyecto (11 votos en contra y 3 a favor). 



Votaron por la negativa las señoras Matthei y Rincón y los señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Escalona, Horvath, Kuschel, Novoa, Orpis y Prokurica.



Votaron por la afirmativa los señores Gómez, Lagos y Quintana.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Por lo tanto, se debe formar una Comisión Mixta, la que por parte del Senado estará integrada por los miembros del órgano técnico que tuvo a su cargo el estudio del proyecto, esto es, por los integrantes de la Comisión de Vivienda y Urbanismo.

)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- A continuación, figuran en la tabla tres iniciativas de quórum calificado, con el cual no contamos en este momento en la Sala.

El señor NOVOA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Sí, señor Senador.

El señor NOVOA.- Las tres iniciativas se refieren a la definición o concepto de delito terrorista.



Yo no sé si mañana habrá voluntad de aprobarlas, dado que se estará analizando en Comisión Mixta un proyecto que aborda el mismo tema. Pero, al menos para ir dándole curso progresivo a los autos, solicito que se vean para poder pedir segunda discusión respecto de cada una de ellas. Y ya mañana habrá una decisión sobre el particular.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Eso nos obliga a debatirlas mañana.

El señor NOVOA.- Así es.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Muy bien.



Se hará la relación de las tres iniciativas aludidas. 

RESTRICCIÓN DE CONCEPTO DE DELITO TERRORISTA
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Zaldívar, señora Alvear y señores Escalona, Pizarro y Quintana, en primer trámite constitucional, que restringe el concepto de delito terrorista, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7202-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley: (moción de los Senadores señor Zaldívar, don Andrés, señora Alvear y señores Escalona, Pizarro y Quintana).


En prime trámite, sesión 50ª, en 8 de septiembre de 2010.



Informe de Comisión:



Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, sesión 51ª, en 14 de septiembre de 2010.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

 El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El objetivo de la iniciativa es excluir los delitos que afecten el derecho de propiedad de aquellos que pueden considerarse como delitos terroristas.



La Comisión rechazó la idea de legislar por 3 votos en contra (Senadores señores Chadwick, Espina y Larraín) y 2 votos a favor (Senadores señora Alvear y señor Patricio Walker).



Los fundamentos de voto se consignan en las páginas respectivas del informe.



Cabe tener presente que, en caso de que la Sala adopte una resolución distinta de la de la Comisión, se requiere, para aprobar el proyecto, el voto conforme de 20 señores Senadores.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión general el proyecto.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, el Comité UDI solicita segunda discusión.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En la primera discusión, ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



--El proyecto queda para segunda discusión.

REDEFINICIÓN DE DELITO TERRORISTA
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Tuma, en primer trámite constitucional, relativo a la definición de delito terrorista, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7184-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley: (moción del Senador señor Tuma).


En primer trámite, sesión 47ª, en 7 de septiembre de 2010.



Informe de Comisión:



Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, sesión 51ª, en 14 de septiembre de 2010.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

 El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El objetivo de la iniciativa es redefinir el concepto de delitos terroristas, de manera de entenderlos como aquellos que son ejecutados con la finalidad de subvertir el orden constitucional o impedir el pleno y normal desarrollo de las actividades económicas, para imponer por la fuerza un modelo de organización política y social, precisando, además, que solo podrán ser calificados como terroristas los delitos contra las personas en su integridad física.



La Comisión de Constitución rechazó el proyecto en general por 3 votos en contra (Senadores señores Chadwick, Espina y Larraín) y 2 abstenciones (Senadores señora Alvear y señor Patricio Walker).



Cabe advertir que, si la Sala adopta una resolución distinta de la de la Comisión informante, se requiere, para aprobar la iniciativa, el voto conforme de 20 señores Senadores.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión general.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, el Comité UDI solicita segunda discusión.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En la primera discusión, ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



--El proyecto queda para segunda discusión.

CAMBIOS A DEFINICIÓN DE DELITO TERRORISTA
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Navarro, en primer trámite constitucional, relativo a la definición de delito terrorista, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7107-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley: (moción del Senador señor Navarro).


En primer trámite, sesión 40ª, en 4 de agosto de 2010.



Informe de Comisión:



Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, sesión 51ª, en 14 de septiembre de 2010.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

 El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Los objetivos de la iniciativa son:



1) Eliminar la presunción legal contenida en el párrafo segundo del numeral 1º de la Ley sobre Conductas Terroristas y establecer que la finalidad de producir temor en la población en general deberá ser probada y acreditada en la causa criminal respectiva.



2) Acotar los delitos terroristas a aquellos que afecten la vida, la integridad física de las personas, su libertad y la salud pública.



La Comisión de Constitución rechazó la idea de legislar por 3 votos en contra (Senadores señores Chadwick, Espina y Larraín) y 2 votos a favor (Senadores señora Alvear y señor Patricio Walker).



Hago presente que, en caso de que la Sala adopte una resolución distinta de la de la Comisión informante, se requiere, para aprobar el proyecto, el voto conforme de 20 señores Senadores.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión general.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, el Comité UDI solicita segunda discusión.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En la primera discusión, ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



--El proyecto queda para segunda discusión.

NUEVO SISTEMA DE PROTECCIÓN ANTE VARIACIONES EN PRECIOS INTERNACIONALES DE COMBUSTIBLES
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En seguida, corresponde tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea un nuevo sistema de protección al contribuyente que enfrenta variaciones en los precios internacionales de los combustibles, con informe de las Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, unidas.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7064-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 44ª, en 18 de agosto de 2010.



Informe de Comisión:



Hacienda y Minería y Energía, unidas, sesión 52ª, en 14 de septiembre de 2010.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El objetivo principal de la iniciativa es crear nuevos mecanismos de protección ante variaciones en los precios internacionales de algunos combustibles derivados del petróleo, sustituyendo el sistema que ha operado sobre la base del Fondo de Estabilización del Precio del Petróleo y el Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo.



Las Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, unidas, discutieron el proyecto solamente en general y, al definir la idea de legislar, se produjeron las siguientes votaciones: se pronunciaron a favor los Senadores señora Matthei y señores García, Orpis y Prokurica, y se abstuvieron los Senadores señoras Allende y Rincón y señores Escalona y Frei. Repetida la votación, se manifestaron a favor los Senadores señora Matthei y señores García, Orpis y Prokurica; en contra, los Senadores señoras Allende y Rincón y señor Frei, y se abstuvo el Senador señor Escalona. De conformidad con el artículo 178 del Reglamento del Senado, se consideró la abstención como favorable a la posición que obtuvo mayor número de votos, resultando aprobada la iniciativa en general.



El texto propuesto, que es el mismo que despachó la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional, así como los fundamentos de voto, se transcriben en las páginas respectivas del primer informe de las Comisión unidas.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, este no es un proyecto de menor importancia.



Busca reemplazar el Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo, cuya vigencia legal expiró el 30 de junio, con un nuevo sistema, de suma complejidad, que establece una banda diferente de la que tenía dicho Fondo.



El que se propone aspira a instalar un sistema de seguros, que permitirá, de forma permanente, contrabalancear los cambios bruscos que se produzcan en los precios internacionales y que impactan enormemente sobre nuestra economía, dado el carácter de consumidor y no de productor de petróleo y sus derivados que tiene Chile.



En las Comisiones unidas concurrí con mi abstención a facilitar la aprobación del proyecto, aun cuando no lo comparto. Ello, por cuanto entendí que el Ejecutivo tenía urgencia en tramitarlo en la Sala. Sin embargo, el señor Ministro de Hacienda -cuya Cartera es la responsable de esta iniciativa-, se retiró hace un rato del Hemiciclo. 



Por lo tanto, señor Presidente, en nombre del Comité Socialista, pido segunda discusión para este proyecto, en atención a que resulta indispensable la presencia del Ejecutivo para debatir y finalmente decidir de manera adecuada sobre una materia de tanta trascendencia. A ninguno de nosotros se le escapa que un error, por mínimo que sea, en el sistema que se creará en nuestro país para estabilizar los precios de los combustibles puede traer aparejadas graves consecuencias.



Por consiguiente, solicito segunda discusión.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En la primera discusión, ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



--El proyecto queda para segunda discusión.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso a las solicitudes de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío anunció el señor Presidente son los siguientes:



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Hacienda, a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo y al señor Ministro de Energía, con el objeto de que dispongan una MODIFICACIÓN REGLAMENTARIA PARA EXTENDER FRANQUICIA TRIBUTARIA DE LEY N° 20.365 A VIVIENDAS EN USO; a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, requiriéndole, entre otras medidas, REBAJA DE DIVIDENDOS A DEUDORES HABITACOOP DE REGIÓN DE AYSÉN, y al señor Subsecretario de Pesca, a fin de que en la respectiva licitación se considere un ENTRENAMIENTO PREVIO EN TÉCNICAS DE MUESTREO PARA EVITAR PROPAGACIÓN DE ALGA DIDYMO A RÍOS NO CONTAMINADOS.





De la señora RINCÓN:



A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, solicitándole información acerca de SITUACIÓN ACTUAL DE “COMITÉS SIN CASA” DE COMUNA DE CHANCO (Séptima Región).
)-----------------(


--Se levantó la sesión a las 19:38.
Manuel Ocaña Vergara,






          Jefe de la Redacción
A  N  E  X  O  S

DOCUMENTOS

1

MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE CREA EL MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL

(7196-06)

Honorable Senado:

En uso de mis facultades constitucionales, someto a consideración del H. Congreso Nacional el presente proyecto de ley, que crea el Ministerio de Desarrollo Social, y modifica los cuerpos legales que indica, con el objeto de adecuar la normativa vigente a la nueva institucionalidad propuesta.

FUNDAMENTOS DEL PROYECTO.

El crecimiento económico y la estabilidad política que Chile ha experimentado en las últimas décadas han permitido que nuestro país, en los albores del siglo XXI, se encuentre ante la oportunidad histórica y la posibilidad cierta de convertirse en el primer país de América Latina en alcanzar el desarrollo y superar la pobreza.

Lo anterior no es una utopía. En el año en que celebramos nuestro Bicentenario como nación libre y soberana, nuestro compromiso como Gobierno, y mi prioridad como Presidente de la República, es fortalecer las bases que permitan que nuestro país –como siempre en su historia- haga frente y venza, con esfuerzo y espíritu de unidad nacional, los desafíos que en esta hora la Historia le plantea. Nuestro compromiso hoy no es otro sino que el convertirnos nuevamente en una nación libre, mas esta vez no frente a la amenaza de una potencia extranjera, sino que frente al yugo y la opresión cotidiana que la pobreza y la falta de oportunidades significan aún para millares de chilenas y chilenos, en una batalla diaria que nuestra generación no puede perder. 

Es por eso que la superación de la pobreza, la creación de las condiciones que aseguren la participación social en igualdad de oportunidades, la integración de nuestra población, la promoción de la movilidad social, así como la protección de los grupos vulnerables, son desafíos que este Gobierno hace suyos como metas fundamentales de su gestión. 
La estrategia para enfrentar a largo plazo nuestras necesidades como Nación, a nuestro juicio, son claras. Requerimos, en primer lugar, de una economía pujante, que favorezca el emprendimiento y la innovación, y permita, gracias a ello, no sólo más, sino también, mejor empleo. Precisamos, sin duda, de una educación de calidad, accesible para todos y que premie el esfuerzo y la superación personal y familiar. Lo anterior, sin embargo, resultará insuficiente, si el Estado no cumple un rol activo a través de una acción solidaria, que entregue una ayuda rápida y útil a quienes viven hoy el drama de la pobreza, como asimismo a todos quienes en algún momento de su vida requieran de una mano generosa que les permita levantarse y seguir avanzando. 

Cabe agregar que esa ayuda debe diseñarse de tal manera que constituya un incentivo a la superación personal y no al revés; que entregue herramientas para salir de la situación que la hace necesaria, en vez de volver a sus destinatarios dependientes crónicos suyos. Por ejemplo, el Ingreso Ético Familiar que el Gobierno desea implementar, además de garantizar un ingreso mínimo a todas las familias, irá acompañado de exigencias de capacitación y búsqueda de empleo para los adultos en edad de trabajar y de asistencia a clases y controles de salud para los menores. 

Entendiendo que el desafío de alcanzar el desarrollo no se agota en el crecimiento económico si es que éste no se aborda con un enfoque socialmente sostenible, es deber del Estado ajustar, incrementar y fortalecer permanentemente tanto las políticas sociales como las instituciones vinculadas a ellas.

Frente a la creciente complejidad de las demandas sociales y la relevancia que éstas ocupan en las actuaciones y decisiones del Estado, ha sido materia de consenso en diversos espacios de discusión pública en nuestro país la necesidad de avanzar hacia una política social integrada, coordinada y consistente, de manera de dar respuesta efectiva a las urgencias sociales.

En efecto, hoy existe un amplio consenso respecto a que la complejidad de la realidad social requiere de una visión integrada para identificar de manera adecuada y precisa los requerimientos de la población y, en especial, las necesidades de aquellos grupos más vulnerables, permitiendo aplicar en forma efectiva las estrategias y programas sociales destinados a superar la pobreza y a garantizar la igualdad de oportunidades, integración y movilidad social.

En este sentido, para hacer efectivas las propuestas de nuestro Programa de Gobierno, esta Administración estima esencial contar con una institucionalidad renovada, claramente definida y dotada de las atribuciones suficientes que le permitan garantizar y asumir el rol preponderante que demandan los desafíos sociales –actuales y futuros- del país. 

Así, la existencia de un órgano de administración y gestión que, en primer lugar, colabore con el Presidente de la República y con los diversos ministerios sectoriales en la tarea de alcanzar la debida coordinación de los programas sociales impulsados por el Estado, y que, asimismo, abogue por la consistencia y coherencia en materia de desarrollo social, resulta imperiosa para alcanzar los objetivos sociales de este Gobierno.

La creación del Ministerio de Desarrollo Social -que reemplazará al actual Ministerio de Planificación y cuyo eje será abordar los diversos desafíos sociales- busca asegurar la consistencia de las prestaciones y beneficios sociales mediante la recolección y consolidación de la información social; su análisis previo y el seguimiento de los programas sociales que se llevan a cabo con recursos estatales, de manera de entregar una visión global, alineada y coordinada de la política social del país. 

Para dar cumplimiento a lo anterior, se hace indispensable contar con las herramientas técnicas y humanas adecuadas, de manera que los programas sociales propuestos por cada ministerio sean coherentes y complementarios entre sí focalizando sus beneficios en quienes, efectivamente, deben recibirlos. 

Por otra parte, resulta fundamental que la institucionalidad responsable de liderar el combate contra la pobreza y la promoción de la inclusión social, cuente con los instrumentos precisos y las atribuciones legales suficientes para que exista una adecuada identificación y levantamiento de los beneficiarios, beneficios y contenidos de los programas sociales, de manera de llegar a determinar con mayor precisión cuáles son las necesidades y quiénes son beneficiarios.

Finalmente, y como una forma de llevar a la práctica las innovaciones en materia social, las herramientas de monitoreo y de evaluación previa de programas sociales y proyectos de inversión que realizará el Ministerio de Desarrollo Social serán un instrumento que servirá de apoyo al proceso presupuestario del Sector Público. 

Diversos autores coinciden en que los principales aspectos del actual sistema que es necesario reforzar son:

1. Implementar un marco general, claro y reconocible para la evaluación de las políticas públicas sociales.

En cuanto a la evaluación gubernamental de las políticas, planes y programas sociales ejecutadas por el Estado, en la actualidad, si bien existe un mecanismo de evaluación, éste ha demostrado ser  débil e insuficiente, por lo que es necesario establecer un procedimiento que, en primer lugar,  esté a  disposición de la comunidad y, en segundo lugar, establezca claramente la forma en que el Gobierno evalúa la necesidad de implementar un determinado programa social y su posterior efectividad durante su ejecución. 

Se visualiza, por lo tanto, la necesidad de reforzar los criterios y procedimientos de evaluación de los programas sociales que permitan determinar -en forma previa a su ejecución- su coherencia y consistencia con otros programas existentes o que se pretendan desarrollar por otros ministerios, y su conveniencia, desde la perspectiva del desarrollo social. 


Por otra parte, se plantea la necesidad de mantener un monitoreo constante de los programas en ejecución, con objeto de contar con un seguimiento permanente que formule recomendaciones y permita a la autoridad tomar decisiones informadas.
2. Focalizar los programas sociales. Evitar duplicidades y atender prioridades.

Respecto a la focalización de los programas sociales, se hace necesario profundizar el estudio, evaluación y definición de medidas efectivas que permitan llegar prioritariamente a aquellos sectores de la población que constituyan el grupo objetivo del programa social que se propone implementar y que fundamenten, en consecuencia, el acceso a los beneficios sociales. 


Si bien, gracias a las aplicaciones de diversos programas clave y a la materialización de importantes reformas, como la previsional, hoy existen grandes avances en la definición de los criterios de priorización de los programas sociales, se hace necesario realizar un esfuerzo por contar con herramientas de segunda generación. Éstas deben ser aún más efectivas para garantizar que dichos programas consideren las prestaciones adecuadas, alcanzando precisamente al grupo de beneficiarios para los cuales los criterios de priorización fueron definidos. 


En este contexto, resulta indispensable que la nueva institucionalidad que se propone crear cuente con las atribuciones para solicitar, sistematizar y analizar datos e información, pues esta facultad impulsará diagnósticos claros, actualizados y confiables acerca de la realidad social del país, de manera de  contar con las herramientas que permitan definir instrumentos de focalización.

3. Coordinar efectivamente las políticas sociales del Estado.

Se hace necesaria la presencia de un organismo público que cuente con suficientes competencias para articular el diseño de las políticas sociales en Chile. En efecto, y para lograr dar cumplimiento a los desafíos sociales, es necesaria una institucionalidad que se avoque prioritariamente al estudio y análisis de la realidad social desde una perspectiva global. Con la institucionalidad actualmente vigente, cada ministerio o servicio público define, ejecuta y evalúa sus políticas, determina sus planes y diseña programas sociales sin que exista un eje común a partir del cual se originen y coordinen todas estas iniciativas, resguardando principalmente la armonía entre éstas. 

En este sentido, la nueva institucionalidad propuesta, cuenta con herramientas concretas para  lograr una coordinación en el diseño e implementación de las políticas sociales, de manera tal que, en forma previa a la implementación de cualquier programa, el Ministerio de Desarrollo Social analizará junto a los ministerios sectoriales si éste se alinea a la política social del país y, por ende, si garantiza la coherencia, consistencia y atingencia de los programas sociales, evitando duplicidades que dilapidan recursos que el país ha orientado a los más necesitados. 

Finalmente, se hace indispensable incorporar el principio de transparencia en las mediciones y el seguimiento de los programas sociales de modo de permitir que la sociedad civil conozca cómo la Administración está enfocando los esfuerzos sociales y evalúe su gestión.

4. Actuar articulado de los ministerios y sus servicios.

Cabe anotar que, en general, la ejecución de las políticas sociales por parte de los Ministerios y sus servicios relacionados opera, por las falencias de la actual institucionalidad, de forma independiente y sin la coordinación adecuada, lo que deviene, necesariamente, en una implementación poco articulada de los programas sociales. Lo anterior muchas veces dificulta e incluso elimina las sinergias posibles, con la consiguiente superposición y duplicación de programas, en perjuicio de la entrega eficiente de los recursos públicos a los beneficiarios. En el caso del Ministerio de Desarrollo Social, es indispensable que éste ejerza un rol sistematizador y, al mismo tiempo, agrupador de todos los servicios que de él dependen.  


El Ministerio de Desarrollo Social, en lo que respecta a sus servicios relacionados, pretende ejercer un fuerte y efectivo rol coordinador, creando la institucionalidad y atribuciones que así lo permitan, para satisfacer de manera integral y eficiente las necesidades de las personas o grupos bajo su tutela. 
EL ACTUAL MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN Y SUS FUNCIONES.  

El actual Ministerio de Planificación fue creado por la Ley N° 18.989, publicada el 19 de julio de 1990, con el objeto de transformar la Oficina de Planificación Nacional en un órgano con rango ministerial que permitiera contar con mecanismos que facilitaran la distribución de los recursos disponibles, en forma rápida, equitativa y eficiente para la entrega de beneficios sociales y la superación de la pobreza. 

Con ese fin, se encargaron al Ministerio de Planificación las funciones de proponer el diseño y aplicación de las políticas, planes y programas de desarrollo nacional; de colaborar con los Intendentes en el diseño de éstas a nivel  regional; de proponer las metas de inversión pública; de evaluar los proyectos de inversión financiados por el Estado; y de coordinar las diferentes iniciativas del sector público encaminadas a erradicar la pobreza. 


Como es posible advertir, la mayoría de las funciones y atribuciones encomendadas al Ministerio de Planificación se encuentran concentradas en los desafíos del desarrollo nacional y regional desde la perspectiva de la planificación y la inversión pública.


Con el transcurso de los años y la transición desde un modelo de planificación nacional, a uno de planificación sectorial, el Ministerio de Planificación fue perdiendo paulatinamente la competencia en el ámbito del desarrollo nacional y regional, para concentrarse en aquellas funciones relativas a la erradicación de la pobreza. Este paulatino cambio de foco, se concreta con mayor fuerza en la última década en la que se impulsan una serie de iniciativas legales que fortalecen el rol social del Ministerio de Planificación. La aprobación de la ley N° 19.885, que norma el buen uso de donaciones y las extiende a fines sociales y públicos; ley N° 19.949, que establece el Sistema de Protección Social Chile Solidario; y ley N° 20.379, que crea el Sistema Intersectorial de Protección Social, leyes publicadas los años 2003, 2004 y 2009, respectivamente, no son sino prueba del nuevo rol que se ha asignado al Ministerio de Planificación y que este proyecto de ley pretende institucionalizar.

III. PRINCIPALES INNOVACIONES CONTENIDAS EN EL PROYECTO DE LEY.

Las principales medidas e innovaciones en el marco de la creación del Ministerio de Desarrollo Social son: 

1. El Ministerio de Desarrollo Social colaborará en el proceso presupuestario, en el ámbito de su competencia.


El proyecto propone que el Ministerio tenga un rol activo, en el ámbito de su competencia, en el proceso presupuestario a través de informes de monitoreo de ejecución y de evaluación previa de programas sociales y aquellos referidos a los proyectos de inversión.

2. El Ministerio de Desarrollo Social evaluará la coherencia, consistencia y atingencia de los programas sociales (evaluación ex ante).

En cuanto a la evaluación de los programas sociales que vayan a implementarse por el Ministerio de Desarrollo Social, por otros ministerios y por sus respectivos servicios públicos, así como aquéllos que persigan ampliarse o soliciten una reformulación, el proyecto de ley propone que el Ministerio de Desarrollo Social, sobre la base de un procedimiento definido, de aplicación general y claramente identificable por los organismos del Estado, realice una evaluación ex-ante de éstos, con el objeto de velar por su coherencia, consistencia y atingencia.


Para realizar la evaluación ex-ante, se propone dotar al Ministerio de Desarrollo Social de atribuciones para definir los criterios de evaluación, previa aprobación del Comité Interministerial asesor del Presidente de la República y, una vez aprobados, para aplicarlos mediante la emisión de un informe de recomendación no vinculante, de forma tal que este Ministerio manifieste mediante una opinión previa, clara y fundada, si el programa debiera o no ser ejecutado.

Por otra parte, y para no generar terrenos difusos respecto del rol evaluador y del ámbito de competencia del Ministerio de Desarrollo Social, se propone plasmar una definición en la ley de lo que se debe entender por “programas sociales”, dado que éstos, independiente del ministerio del cual emanen, serán objeto de evaluación ex ante. Al respecto, se circunscribe el concepto de programas sociales a las actividades contenidas en la definición funcional de gasto público social que elabora la Dirección de Presupuestos dependiente del Ministerio de Hacienda. Sin embargo, se propone que un reglamento expedido a través del Ministerio de Desarrollo Social, suscrito además por el Ministro de Hacienda, fije el procedimiento a través del cual se determinarán los programas que se clasificarán funcionalmente dentro del gasto público social. 
3. El Ministerio de Desarrollo Social monitoreará la ejecución de los programas sociales (evaluación ex-dure).

El proyecto de ley otorga al Ministerio de Desarrollo Social la función de colaborar en el seguimiento de los programas sociales que se están llevando a cabo por ministerios y servicios públicos. Esta evaluación se materializará mediante un informe (ficha de monitoreo) que deberá ser puesto a disposición del Comité Interministerial de Desarrollo Social y de la Dirección de Presupuestos, con el objeto que el Comité pueda proponer al Presidente de la República las medidas que estime necesarias para potenciar los programas sociales.

4. Fortalecimiento del Sistema Nacional de Inversiones.

Una de las funciones clave que se asigna al Ministerio de Desarrollo Social será perfeccionar la evaluación previa de la rentabilidad social de los proyectos de inversión que soliciten financiamiento del Estado. 


El presente proyecto de ley propone un fortalecimiento de las competencias y del ámbito de acción que tendrá el Ministerio de Desarrollo Social en el Sistema Nacional de Inversiones, el cual se plasma en el  reconocimiento legal del Banco Integrado de Proyectos de Inversión y de la incorporación de las respectivas funciones y atribuciones que fortalezcan el rol del Ministerio.


Asimismo, pasarán por el Sistema Nacional de Inversiones los proyectos de inversión pública independientemente de su fuente de financiamiento, lo que permitirá un mayor control de los formuladores con sus proyectos y una mayor transparencia, tanto en la formulación como en la ejecución presupuestaria.  Además, se potenciará la coordinación con la Dirección de Presupuestos de modo de velar por un buen uso de los fondos fiscales y se enfatizará el desarrollo de capacidades a nivel regional, de modo de poder generar proyectos de mejor calidad a lo largo del país.
5. El Ministerio de Desarrollo Social hará públicos los resultados del seguimiento de los programas sociales y creará un registro ad-hoc.

Por otra parte, y para dar fuerza al principio de transparencia de la función pública, el proyecto de ley propone que los resultados del seguimiento de los programas sociales que realice el Ministerio de Desarrollo Social estén disponibles para que la sociedad civil conozca y evalúe la gestión del Gobierno. Asimismo, el proyecto contempla la creación de un “Banco Integrado de Programas Sociales” que consistirá en un registro que contendrá todos los programas sociales nuevos y aquéllos que requieran ampliarse o reformularse, además de la recomendación emitida por el Ministerio de Desarrollo Social acerca de la conveniencia de su implementación.  

6. El Ministerio de Desarrollo Social consolidará la información social del país.


 Una de las funciones primordiales del Ministerio de Desarrollo Social es que éste concentre la información de los beneficios sociales que otorga el Estado y de sus respectivos beneficiarios.


Para lograr cumplir con esta misión, la nueva institucionalidad deberá estar facultada para solicitar, sistematizar y analizar la información indispensable que describa la realidad social del país y que sea necesaria para el cumplimiento de sus funciones. Las entidades públicas deberán proporcionársela, en la medida que la información requerida esté disponible.


Esta atribución que se confiere al Ministerio de Desarrollo Social complementa la ya otorgada mediante la Ley N° 19.949 que crea el Registro de Información Social y que permite al Ministerio requerir información, para efectos de completar este Registro, a instituciones públicas y a aquellas que administren prestaciones creadas por ley. Tomando como base el Registro de Información Social, se creará el “Sistema de Información Centralizado de Receptores y Aportantes de Beneficios Sociales” que será un registro que contendrá todos los beneficios y beneficiarios de manera detallada y de fácil acceso. 

Por otra parte, el Ministerio de Desarrollo Social estará encargado de proponer la creación de nuevos beneficios sociales, para lo cual requerirá tener conocimiento acabado de la realidad social y económica de la población que se pretende beneficiar. En este sentido, la solicitud de antecedentes y el tratamiento de éstos permitirá al Ministerio contar permanentemente con información actualizada de la realidad social y de las necesidades del país y de sus grupos vulnerables, de manera tal que podrá disponer de diagnósticos más precisos y certeros que le permitan diseñar las herramientas que sean necesarias para  entregar las prestaciones de manera focalizada, alcanzando a aquellos sectores de la población que efectivamente lo necesiten.


Finalmente, respecto al acceso y uso de esta información, se establecen una serie de medidas de protección y sanciones que tienen por objeto proteger los derechos de los titulares de dicha información.    
7. Creación de una Subsecretaría adicional. 


El proyecto de ley propone separar las funciones de la nueva institucionalidad en dos áreas claramente delimitadas, para lo cual se hace necesario crear una segunda Subsecretaría. 


Por una parte, se establece una Subsecretaría de Evaluación Social que será, entre otras funciones, responsable de: la coordinación interministerial en materia de desarrollo social; el diseño de políticas, planes y programas en materias de su competencia; y de la supervisión del Sistema Nacional de Inversiones. Para cumplir con estas funciones deberá establecer, previa aprobación del Comité Interministerial de Desarrollo Social, los criterios de evaluación de los programas sociales nuevos o reformulados; pronunciarse respecto a la consistencia, coherencia y atingencia de los programas sociales nuevos o de aquellos que se reformulan; realizar el seguimiento de la gestión e implementación de programas sociales en ejecución; analizar la realidad social, de modo de detectar necesidades; y estudiar, evaluar y definir instrumentos de focalización.


Por otra parte, se propone crear la Subsecretaría de Servicios Sociales, responsable de la coordinación e integración de los servicios y prestaciones sociales que entrega el Ministerio. Para cumplir con estos objetivos, deberá –entre otras funciones- administrar, coordinar y supervisar el Sistema Intersectorial de Protección Social; supervigilar la ejecución de programas sociales de los servicios públicos relacionados al Ministerio y celebrar convenios de desempeño con éstos; y velar por la consonancia de la acción de los subsistemas que integran el Sistema Intersectorial de Protección Social y de los servicios públicos que satisfacen las necesidades que se presentan en los subsistemas. 

8. Coordinar la acción del Sistema Intersectorial de Protección Social, de los servicios relacionados al Ministerio de Desarrollo Social y potenciar la relación entre éstos y aquéllos.


El proyecto de ley persigue fortalecer la relación del Ministerio de Desarrollo Social con los servicios públicos relacionados a éste, señalando explícitamente en la ley de cada servicio que la supervigilancia del Presidente de la República será a través del Ministerio de Desarrollo Social, específicamente de la Subsecretaría de Servicios Sociales. Asimismo, se confiere potestad al Presidente de la República para que, de acuerdo a la Ley N° 18.575, adecue las funciones y atribuciones de estos servicios a los objetivos y normativa del Ministerio de Desarrollo Social.

Los servicios públicos que a la fecha se relacionan con el Presidente de la República a través del Ministerio de Planificación se caracterizan por centrar su acción en personas o grupos de la sociedad que requieren de especial atención del Estado. Estos son: el Fondo de Solidaridad e Inversión Social – FOSIS, el Servicio Nacional de Discapacidad - SENADIS, la Corporación de Desarrollo Indígena - CONADI, el Instituto Nacional de la Juventud – INJUV, y el Servicio Nacional de la Mujer - SERNAM. Asimismo, dentro de la idea de integrar los servicios que se ocupan de sectores vulnerables, se ha impulsado un proyecto que se encuentra en tramitación en el Congreso Nacional que persigue trasladar la dependencia del Servicio Nacional del Adulto Mayor – SENAMA, desde el Ministerio Secretaría General de la Presidencia al Ministerio de Planificación. 


Finalmente, y como herramienta para coordinar las acciones que ejecutan los servicios relacionados, el Ministerio requerirá la suscripción de planes de desempeño, la entrega de un informe de los programas ejecutados y analizará su concordancia y alineamiento con las políticas previamente definidas por el Ministerio.

9. Se crea el Comité Interministerial de Desarrollo Social.

El proyecto de ley propone la creación del Comité Interministerial de Desarrollo Social, órgano colegiado, asesor del Presidente de la República e instancia de coordinación, orientación e información para los ministerios que lo integran, responsable de definir los lineamientos y objetivos estratégicos de la política social del Estado. 


Dicho Comité, presidido por el Ministro de Desarrollo Social e integrado por los Ministros de Educación, Salud, Vivienda y Urbanismo, Secretaría General de la Presidencia, Trabajo y Previsión Social y  Hacienda, tendrá como funciones principales: conocer las metas estratégicas de los ministerios sociales y su cumplimento; proponer al Presidente políticas; planes y programas sociales de aplicación o cobertura interministerial; proponer la  realización de evaluaciones de programas sociales; y adoptar medidas respecto a los programas en ejecución. 


El Comité reemplazará y ejercerá las funciones del Comité de Ministros creado en la Ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad. Asimismo, reemplazará al Comité Interministerial establecido en la Ley N° 20.379, que crea el Sistema Intersectorial de Protección Social. 
10.
Se traspasa a los Gobiernos Regionales la función de planificación del desarrollo regional. 

La nueva institucionalidad que se propone no considera la función de planificación nacional que definió clásicamente a sus antecesores, la que, tal como se ha señalado, en los hechos es escasa o nula.


En concordancia con otra iniciativa en trámite que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Gobierno y Administración Regional, se entregan a los Gobiernos Regionales las funciones y atribuciones relativas a la planificación de las políticas de desarrollo social regional. 


Con ello, las funciones del Ministerio de Desarrollo Social a nivel regional se concentran en la coordinación de la acción de los servicios públicos, del Sistema Intersectorial de Protección Social y en el fortalecimiento del Sistema Nacional de Inversiones.
IV.
DESCRIPCIÓN DE LA ESTRUCTURA Y CONTENIDOS DEL PROYECTO.


En primer lugar, el proyecto se encarga de definir los objetivos del Ministerio de Desarrollo Social, como la Secretaría de Estado encargada de colaborar con el Presidente de la República en materias de desarrollo social de la comunidad, superar y erradicar la pobreza, brindar protección a las personas y grupos vulnerables y promover la movilidad, integración e inclusión social. 


A continuación, se definen los conceptos de Programas Sociales, Personas o Grupo Vulnerable, Banco Integrado de Programas Sociales y Banco Integrado de Proyectos de Inversión, de manera de facilitar la comprensión y el ámbito de competencia del nuevo Ministerio de Desarrollo Social.


Luego, se definen las funciones y atribuciones que permitirán al Ministerio de Desarrollo Social cumplir con los objetivos propuestos.


El párrafo segundo del Título I, determina la organización básica del Ministerio de Desarrollo Social y las funciones que se asignan a los órganos que lo componen.


En particular, se determinan las funciones y atribuciones que corresponden a cada una de las Subsecretarías y a las Secretarías Regionales Ministeriales de Desarrollo Social. Asimismo, se establecen las normas de subrogación en caso de ausencia o impedimento del Ministro de Desarrollo Social. 


En el Título II se crea el Comité Interministerial de Desarrollo Social y se definen su integración, funciones y atribuciones. 


En el Título III, el proyecto de ley modifica una serie de cuerpos legales con el objeto de adecuar la normativa vigente a los objetivos propuestos para el Ministerio de Desarrollo Social.


Termina el proyecto de ley con disposiciones transitorias a través de las cuales se faculta al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, fije la fecha en que entrará en funcionamiento el nuevo Ministerio de Desarrollo Social, fije la planta de personal, establezca las normas de encasillamiento, entre otras. 


En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY

CREA EL MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL Y MODIFICA LOS CUERPOS LEGALES QUE INDICA
“TÍTULO I
Párrafo 1°
Objetivos, Funciones y Atribuciones
Artículo 1°.-
El Ministerio de Desarrollo Social es la Secretaría de Estado encargada de colaborar con el Presidente de la República en el diseño y aplicación de políticas, planes y programas en materia de desarrollo social, especialmente aquellas destinadas a erradicar la pobreza y brindar protección social a las personas o grupos vulnerables, promoviendo la movilidad e integración social.

El Ministerio de Desarrollo Social velará por la coordinación, consistencia y coherencia de las políticas, planes y programas en materia de desarrollo social, a nivel nacional y regional. Asimismo, el Ministerio de Desarrollo Social velará porque dichos planes y programas se implementen en forma descentralizada. 

Corresponderá también a este Ministerio evaluar los estudios de preinversión de los proyectos de inversión que solicitan financiamiento del Estado para determinar su rentabilidad social, velando por la eficacia y eficiencia del uso de los fondos públicos, de manera que respondan a las estrategias y políticas de crecimiento y desarrollo económico y social que se determinen para el país. Además, evaluará las solicitudes para la realización de estudios preinversionales que requieran financiamiento del Estado.
Artículo 2°.- 
Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:
1) Programas Sociales: conjunto integrado y articulado de acciones, prestaciones y beneficios destinados a lograr un propósito específico en una población objetivo, de modo de resolver un problema o atender una necesidad que la afecte. Dichas actividades deberán encontrarse incluidas en la definición funcional de gasto público social. Un reglamento expedido a través del Ministerio de Desarrollo Social, y suscrito además por el Ministro de Hacienda, fijará el procedimiento a través del cual se determinará qué programas se clasificarán funcionalmente dentro del gasto público social. 
2) Personas o Grupos Vulnerables: aquellos que por su situación o condición  social, económica, física, mental o sensorial, entre otras, se encuentran en desventaja y requieren de un esfuerzo público especial para participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional y acceder a mejores condiciones de vida.
3) Banco Integrado de Programas Sociales: registro administrado por el Ministerio de Desarrollo Social que contiene los programas sociales que anualmente solicitan financiamiento del Estado.
4) Banco Integrado de Proyectos de Inversión: registro administrado por el Ministerio de Desarrollo Social que contiene los estudios de preinversión y proyectos de inversión que anualmente solicitan financiamiento del Estado, incluyendo aquellos financiados mediante transferencias de capital.
Artículo 3°.- Corresponderán especialmente al Ministerio de Desarrollo Social, las siguientes funciones y atribuciones:

a) Estudiar, diseñar y proponer al Presidente de la República las políticas, planes y programas sociales de su competencia, en particular las orientadas a las personas o grupos vulnerables y la erradicación de la pobreza.

b) Establecer, previa aprobación del Comité Interministerial de Desarrollo Social a que se refiere el artículo 11° de la presente Ley, los criterios de evaluación para determinar, entre otros, la consistencia, coherencia y atingencia de los programas sociales que planteen implementarse, ampliarse o reformularse por los ministerios o servicios públicos.

c) Pronunciarse, a través de un informe de recomendación sobre la consistencia, coherencia y atingencia, entre otros, de los programas sociales que planteen  implementarse, ampliarse o reformularse por los ministerios o servicios públicos, de manera de lograr una coordinación en el diseño de las políticas sociales. 

Para dar cumplimiento a lo establecido en el inciso precedente, el Ministerio de Desarrollo Social deberá, entre otros, estudiar la realidad social, velar porque el diseño del programa propuesto sea consistente con los objetivos planteados y revisar los programas sociales en formación o los ya existentes, de manera de evitar duplicidades o superposiciones.

Un reglamento expedido a través del Ministerio de Desarrollo Social determinará la forma y oportunidad de estos informes de recomendación.

Lo dispuesto en esta letra es sin perjuicio de la facultad de la Dirección de Presupuestos para solicitar al Ministerio de Desarrollo Social la elaboración de informes de recomendación respecto a programas no comprendidos en el numeral 1) del artículo 2° de la presente Ley.


d) Colaborar con el seguimiento de la gestión e implementación de los  programas sociales que estén siendo ejecutados por los servicios públicos relacionados o dependientes de éste y de otros ministerios, mediante la realización de informes sobre su eficiencia, eficacia y focalización, entre otros. Estos informes deberán ser puestos a disposición del Comité Interministerial de Desarrollo Social. 


e) Analizar la realidad social nacional y regional de modo de detectar las necesidades sociales de la población e informarlas al Comité Interministerial de Desarrollo Social.

f) Definir los instrumentos de focalización de los programas sociales, sin perjuicio de las facultades de otros ministerios a estos efectos. Uno o más reglamentos expedidos a través del Ministerio de Desarrollo Social, suscritos además por el Ministro de Hacienda, y en su caso por los ministros sectoriales que corresponda, establecerán el diseño, uso y formas de aplicación de él o los referidos instrumentos y las demás normas necesarias para su implementación.


g) Establecer criterios y actualizar las metodologías para evaluar los estudios de preinversión de los proyectos de inversión que soliciten financiamiento del Estado, para determinar su rentabilidad social, incluyendo aquellos financiados mediante transferencias de capital, y elaborar un informe al respecto, de conformidad al artículo 19 bis del Decreto Ley N° 1.263 de 1975, Orgánico de la Administración Financiera del Estado.


En cumplimiento de lo anterior, le corresponderá velar porque toda inversión que utilice financiamiento del Estado sea socialmente rentable, y que responda a las políticas nacionales y regionales de desarrollo.


Lo dispuesto en esta letra se establece sin perjuicio de la facultad de la Dirección de Presupuestos para solicitar al Ministerio de Desarrollo Social la elaboración de informes de recomendación respecto de iniciativas no comprendidas en la presente Ley.

h) Analizar los resultados de los estudios de preinversión y de los proyectos de inversión evaluados, con el objeto de validar los criterios, beneficios y parámetros considerados en la evaluación a que hace referencia la letra precedente. 


Asimismo, realizará el seguimiento de los proyectos de inversión en ejecución y estudios de preinversión. Para ello utilizará los informes que le sean presentados por el organismo público que solicita se emita el documento interno de la Administración.

i) En conjunto con el Ministerio de Hacienda, poner a disposición de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, durante el mes agosto de cada año, un informe de los estudios de preinversión de los proyectos de inversión evaluados por el Ministerio de Desarrollo Social que indique, a lo menos, el porcentaje de inversión decretada y ejecutada en el año precedente, que fue sometida a la evaluación señalada en el inciso cuarto del artículo 19 bis del Decreto Ley N° 1.263, de 1975 y el porcentaje de ésta que obtuvo rentabilidad social positiva.


 j) Colaborar, en el ámbito de su competencia, con la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda en la preparación anual de la Ley de Presupuestos del Sector Público, para lo cual pondrá a disposición de la Dirección de Presupuestos los informes de recomendación de programas sociales y evaluación de inversiones establecidos en las letras c), d), g) y h) precedentes.

k) Administrar el Banco Integrado de Programas Sociales y el Banco Integrado de Proyectos de Inversión.

Con este fin elaborará, conjuntamente con la Dirección de Presupuestos, las normas e instructivos necesarios para establecer el diseño y adecuado funcionamiento de dichos Bancos. 

l) Elaborar las normas, instructivos y procedimientos relativos a la presentación de los estudios de preinversión de los proyectos de inversión, y de los programas sociales para el cumplimiento de las funciones que esta Ley le asigna. En el caso de los estudios de preinversión de los proyectos de inversión, dicha normativa deberá además ser suscrita por el  Ministro de Hacienda. 

m) Promover la capacitación de funcionarios públicos en materia de preparación, formulación y evaluación de los estudios de preinversión y proyectos de inversión y de los programas sociales.

n) Administrar el Registro de Información Social a que se refiere el artículo 6° de la Ley N° 19.949, que estableció un Sistema de Protección Social para familias en Situación de Extrema Pobreza denominado "Chile Solidario". 

ñ) Administrar, coordinar, supervisar y evaluar la implementación del Sistema Intersectorial de Protección Social establecido en la Ley N° 20.379. 

o) Velar por el mejoramiento constante en la gestión del Sistema Intersectorial de Protección Social, de los subsistemas que lo integran y de los servicios públicos relacionados o dependientes del Ministerio de Desarrollo Social. 

p) Ejecutar las acciones necesarias para que exista coherencia funcional entre las políticas, planes y programas sociales ejecutados por los servicios públicos relacionados o dependientes del Ministerio de Desarrollo Social y coordinar su ejecución.

En el ejercicio de esta atribución, el Ministerio de Desarrollo Social determinará periódicamente las políticas en materia de  desarrollo social que deberán ser ejecutadas por sus servicios públicos relacionados o dependientes, los cuales, con la periodicidad que determine el Ministerio, deberán elaborar un informe que dé cuenta de la implementación de las políticas señaladas. 

q) Celebrar convenios de desempeño con los jefes de los servicios dependientes o relacionados del Ministerio de Desarrollo Social.  

r) Solicitar a los demás ministerios, servicios o entidades públicas la entrega de la información disponible y que el Ministerio de Desarrollo Social requiera para el cumplimiento de sus funciones. Los ministerios, servicios o entidades públicas deberán proporcionar esta información oportunamente. 


Respecto de los requerimientos sobre información amparada por la reserva establecida en el artículo 35 del Código Tributario, el Ministerio de Desarrollo Social sólo podrá solicitar al Servicio de Impuestos Internos información relativa a los ingresos de las personas que sea indispensable para verificar la elegibilidad de quienes solicitan beneficios o son beneficiarios de los programas sociales. En su requerimiento, el Ministerio deberá indicar expresa y detalladamente la información que solicita y los fines para los cuales será empleada. El  Servicio de Impuestos Internos informará, en el ámbito de su competencia, de acuerdo a los antecedentes que consten en sus registros para el uso de sus funciones propias.

El personal del Ministerio de Desarrollo Social que tome conocimiento de la información tributaria reservada estará obligado en los mismos términos establecidos por el inciso segundo del artículo 35 del Código Tributario. El incumplimiento de este deber hará aplicable las sanciones administrativas que correspondan, sin perjuicio de las sanciones establecidas en el Párrafo VIII del Título V del Libro II del Código Penal.

s) Sistematizar y analizar registros de datos, información, índices y estadísticas que describan la realidad social del país y que se obtengan por el Ministerio de Desarrollo Social en el ejercicio de sus atribuciones para el cumplimiento de sus funciones, además de publicar la información recopilada conforme a la normativa vigente.

t) Asesorar técnicamente a los Intendentes, a través de las Secretarías Regionales Ministeriales de Desarrollo Social, en las materias de competencia del Ministerio de Desarrollo Social que tengan aplicación regional.

u) Estudiar y proponer las normas aplicables al Ministerio de Desarrollo Social y sus servicios dependientes o relacionados y velar por el cumplimiento de las normas dictadas, asignar recursos y fiscalizar las actividades que le correspondan.

v) Las demás funciones y atribuciones que la ley le encomiende.
Párrafo 2°
De la Organización
Artículo 4°.- La organización del Ministerio de Desarrollo Social será la siguiente:

a) El Ministro de Desarrollo Social;

b) La Subsecretaría de Evaluación Social;

c) La Subsecretaría de Servicios Sociales; y

d) Las Secretarías Regionales Ministeriales de Desarrollo Social.

Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social,  determinará la estructura organizativa interna del Ministerio, de conformidad a lo dispuesto en la Ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. 

Para efectos de establecer la estructura interna del Ministerio, deberán considerarse áreas funcionales, tales como, las encargadas de estudiar la realidad social, de evaluar la consistencia de los programas sociales que se propone implementar, de realizar el seguimiento de la ejecución de los programas sociales, de articular el Sistema Intersectorial de Protección Social, de coordinar la ejecución de sus servicios relacionados o dependientes, de evaluar la rentabilidad social de las iniciativas de inversión y las demás que sean necesarias para dar cumplimiento a los objetivos, funciones y atribuciones del Ministerio de Desarrollo Social.
Artículo 5°.- La Subsecretaría de Evaluación Social estará a cargo del Subsecretario de Evaluación Social, quien será su jefe superior. En particular le corresponderá especialmente colaborar con el Ministro en el ejercicio de las funciones establecidas en las letras a), b), c), d), e), f), g), h), i), j), k), l), m), n), r) y s) del artículo 3° precedente.
Artículo 6°.- La Subsecretaría de Servicios Sociales estará a cargo del Subsecretario de Servicios Sociales, quien será su jefe superior. En particular le corresponderá colaborar especialmente con el Ministro en el ejercicio de las funciones establecidas en las letras ñ), o), p), q) y r)  del artículo 3° precedente.
Artículo 7°.- El Ministro de Desarrollo Social será subrogado, en primer orden, por el Subsecretario de Evaluación Social. En caso de ausencia o impedimento de éste, el Ministro  será subrogado por el Subsecretario de Servicios Sociales. Lo anterior, sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para nombrar como subrogante a otro Secretario de Estado.
Artículo 8°.- En cada región del país habrá una Secretaría Regional Ministerial de Desarrollo Social, a cargo de un Secretario Regional Ministerial, dependiente técnica y administrativamente del Ministerio de Desarrollo Social, quien asesorará al Intendente y servirá de organismo coordinador de la ejecución de las políticas y programas sociales relacionados con este Ministerio a nivel regional y de evaluador de los estudios de preinversión de los proyectos de inversión, que soliciten financiamiento del Estado, incluyendo aquellos financiados mediante transferencias de capital, para determinar su rentabilidad social y que tengan aplicación regional.

Les corresponderá en especial a las Secretarías Regionales Ministeriales:

a) Integrar la secretaría técnica del Intendente.

b) Colaborar con el Subsecretario de Servicios Sociales en la coordinación de la acción de los servicios públicos relacionados o dependientes del Ministerio de Desarrollo Social.

c) Colaborar con el Subsecretario de Servicios Sociales en la coordinación regional y, en caso de ser necesario, en la coordinación local de los subsistemas que forman parte del Sistema Intersectorial de Protección Social regulado en la Ley N° 20.379.

d) Velar por el mejoramiento constante en la ejecución de las políticas y programas sociales y propender a un trabajo coordinado entre los servicios públicos relacionados o dependientes del Ministerio de Desarrollo Social a nivel regional.

e) Realizar, de acuerdo a los criterios definidos por la Subsecretaría de Evaluación Social, la evaluación de los estudios de preinversión de los proyectos de inversión, que tengan aplicación regional y que soliciten financiamiento del Estado, incluyendo aquellos financiados mediante transferencias de capital, para determinar su rentabilidad social. Además, deberán emitir los informes respectivos y estudiar su coherencia con las estrategias regionales de desarrollo.

f) Colaborar con la Subsecretaría de Evaluación Social en la realización de estudios y análisis permanentes de la situación social regional y mantener información actualizada sobre la realidad regional.

g) Colaborar con la Subsecretaría de Evaluación Social en la identificación de las  personas o grupos vulnerables de la región.

h) Colaborar a solicitud de las Municipalidades, en la evaluación de los estudios de preinversión de los proyectos de inversión financiados con fondos comunales, para determinar su rentabilidad social. Estos proyectos podrán ser incorporados al Banco Integrado de Proyectos de Inversión a que se refiere el artículo 2° número 4) de la presente Ley.

i) Capacitar, a solicitud de las Municipalidades, a sus funcionarios en el diseño y formulación de estudios de preinversión y proyectos de inversión.
Párrafo 3°
Del Personal
Artículo 9°.- El personal del Ministerio de Desarrollo Social estará afecto a las disposiciones de la Ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el Decreto con Fuerza de Ley N° 29 de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo, y en materia de remuneraciones, a las normas del Decreto Ley N° 249 de 1974, y su legislación complementaria.
Artículo 10°.- El personal del Ministerio de Desarrollo Social deberá guardar reserva y secreto absolutos de la información que contenga datos personales de la cual tomen conocimiento en el cumplimiento de sus labores. Asimismo, deberán abstenerse de usar dicha información en beneficio propio o de terceros. Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 de la Ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el Decreto con Fuerza de Ley N° 29 de 2004, del Ministerio de Hacienda, se estimará que los hechos que configuren infracciones a este artículo vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan.
Título II
Del Comité Interministerial de Desarrollo Social
Artículo 11°.- Créase el Comité Interministerial de Desarrollo Social, cuya función será asesorar al Presidente de la República en la determinación de los lineamientos de la política del Gobierno en materia de programas sociales. Adicionalmente, este Comité constituirá una instancia de coordinación, orientación, información y acuerdo para los ministerios que lo integran. 
Artículo 12°.-
El Comité Interministerial de Desarrollo Social estará integrado por los siguientes Ministros:


a) El Ministro de Desarrollo Social, quien lo presidirá;


b) El Ministro de Hacienda;


c) El Ministro de la Secretaría General de la Presidencia; 


d) El Ministro de Educación;


e) El Ministro de Salud;


f) El Ministro de Vivienda y Urbanismo; y


g) El Ministro del Trabajo y Previsión Social.


Sin perjuicio de lo anterior, el Ministro de Desarrollo Social podrá invitar a participar con derecho a voz a otros Secretarios de Estado, funcionarios de la Administración del Estado o personas de reconocida competencia en el ámbito social.
Artículo 13°.-
El Comité Interministerial de Desarrollo Social reemplazará al Comité de Ministros creado en la Ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, y al Comité Interministerial establecido en la Ley N° 20.379, que crea el Sistema Intersectorial de Protección Social, de manera que toda referencia realizada a estos Comités se entenderá hecha al Comité Interministerial de Desarrollo Social creado por esta Ley.


En consecuencia, y sin perjuicio de las funciones que de conformidad a esta Ley le correspondan al Comité Interministerial de Desarrollo Social, cuando éste deba conocer sobre las materias a las que se refiere la Ley N° 20.422, el Comité Interministerial de Desarrollo Social deberá abordar, en forma prioritaria tales materias. El Comité deberá adoptar todas las medidas que sean necesarias de manera de contar en estas sesiones con la participación de los Ministros de Justicia y Transporte y Telecomunicaciones conforme lo requiere la Ley N° 20.422. En la medida que el Comité Interministerial de Desarrollo Social se encuentre conociendo de las materias a que dicha ley se refiere no se requerirá la integración de los Ministros de Hacienda y Secretaría General de la Presidencia. 


Asimismo, cuando de conformidad a lo dispuesto en esta Ley y en la Ley N° 20.379, le corresponda al Comité Interministerial de Desarrollo Social conocer de las materias a que dicho cuerpo legal se refiere, se abordará prioritariamente tales materias y el secretario del Comité Interministerial de Desarrollo Social velará porque en tanto se traten las materias propias de esa ley, el Comité se integre por los miembros que establece el Reglamento de la Ley N° 20.379.
Artículo 14°.-
Corresponderá especialmente al Comité Interministerial de Desarrollo Social:


a) Proponer al Presidente de la República los lineamientos y objetivos estratégicos de la política de desarrollo social del Estado.


b) Proponer al Presidente de la República políticas públicas, planes y programas sociales de aplicación o cobertura interministerial.


c) Conocer las metas estratégicas definidas anualmente por cada Ministerio en materia de desarrollo social y su cumplimiento, además de su coherencia con los lineamientos y objetivos estratégicos a que se refiere la letra a) precedente. 


d) Conocer los informes a que se refiere la letra d) del artículo 3° elaborados por la Subsecretaría de Evaluación Social del Ministerio de Desarrollo Social.


e) Proponer la reformulación, el término o la adopción de medidas para potenciar programas sociales, según corresponda, en base a las evaluaciones que, sobre los mismos, se encuentren disponibles o que el Comité haya propuesto realizar. 


f) Cumplir las demás funciones y tareas que ésta u otras leyes o el Presidente de la República le encomienden, en el ámbito de sus funciones. 
Artículo 15°.- El Comité Interministerial de Desarrollo Social determinará la periodicidad de sus sesiones, la convocatoria, el quórum necesario para sesionar, el quórum requerido para adoptar acuerdos y todas las demás disposiciones necesarias para su adecuado funcionamiento. 
Artículo 16°.- Los acuerdos del Comité Interministerial de Desarrollo Social que deban materializarse mediante actos administrativos que conforme al ordenamiento jurídico deben dictarse por una Secretaría de Estado, serán expedidos a través del Ministerio de Desarrollo Social. 
TÍTULO III
DISPOSICIONES FINALES
Artículo 17°.- 
El Ministerio de Desarrollo Social será el sucesor legal y patrimonial del Ministerio de Planificación una vez que entre en funcionamiento conforme a lo establecido en el número 1) del Artículo Primero Transitorio de la presente Ley.


En consecuencia, las referencias que las leyes, reglamentos y demás normativa vigente hagan a la Oficina de Planificación Nacional y al Ministro Director de dicha Oficina; así como al Ministerio de Planificación y Cooperación y al Ministro de Planificación y Cooperación; y al Ministerio de Planificación y al Ministro de Planificación, deberán entenderse hechas al Ministerio de Desarrollo Social y al Ministro de Desarrollo Social, respectivamente.

Asimismo, las referencias que las leyes, reglamentos y demás normativa realicen al órgano de planificación nacional, entidad planificadora o cualquier expresión similar o equivalente, se entenderán hechas al Ministerio de Desarrollo Social, siempre y cuando se trate de materias de su competencia.
Artículo 18°.- No será aplicable al Ministerio de Desarrollo Social la limitación contenida en el inciso primero del artículo 16 de la Ley N° 18.091, sustituido por el artículo 19 de la Ley N° 18.267. 
Artículo 19°.- Modifícase la Ley N° 20.403 en el sentido de intercalar, en el inciso primero de su artículo 30, entre la palabra “Hacienda” y la conjunción “y”, la frase “, de Evaluación Social”. 
Artículo 20°.- Modifícase la Ley N° 18.989, que crea el Ministerio de Planificación, en el siguiente sentido:
1) Deróganse los artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6°. Esta derogación entrará en vigencia a contar de la fecha de entrada en funcionamiento del Ministerio de Desarrollo Social.
2) Derógase el artículo 27.
3) En el artículo 28, elimínase, a contar de la fecha de entrada en funcionamiento del Ministerio de Desarrollo Social, la frase “del Ministerio de Planificación y Cooperación”.
4) Sustitúyese, a contar de la fecha de entrada en funcionamiento del Ministerio de Desarrollo Social, el inciso final del artículo 7° por el siguiente: “Estará sometido a la supervigilancia del Presidente de la República, con quien se relacionará por intermedio del Ministerio de Desarrollo Social, a través de la Subsecretaría de Servicios Sociales.”
Artículo 21°.- Agrégase, a contar de la fecha de entrada en funcionamiento del Ministerio de Desarrollo Social, en el inciso primero del artículo 62 de la Ley N° 20.422, entre la palabra “Planificación” y la conjunción “y” la siguiente frase: “, a través de la Subsecretaría de Servicios Sociales”.
Artículo 22°.- Agrégase, a contar de la fecha de entrada en funcionamiento del Ministerio de Desarrollo Social, en el inciso primero del artículo 1° de la Ley N° 19.042, que crea el Instituto Nacional de la Juventud, antes del punto (.) final la frase “, por intermedio de la Subsecretaría de Servicios Sociales”.
Artículo 23°.- En el inciso segundo del artículo 6° de la Ley N° 19.949, que establece un Sistema de Protección Social para Familias en Situación de Extrema Pobreza denominado Chile Solidario, intercálase entre la palabra “mismos” y la frase “y de sus condiciones socioeconómicas”, lo siguiente: “, los montos que perciban por estos conceptos, las causales por las cuales tengan la calidad de beneficiarios”.
Artículo 24°.- Sustitúyese el artículo 2° inciso final del Decreto N° 900 de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto con Fuerza de Ley N° 164 de 1991, del Ministerio de Obras Públicas y sus modificaciones, por el siguiente: “La realización de estudios de preinversión y los proyectos de inversión a ejecutarse mediante el sistema de concesión, deberán contar, como documento interno de la Administración, con un informe emitido por el Ministerio de Desarrollo Social. En el caso de los proyectos de inversión, el informe deberá estar fundamentado en una evaluación técnica y económica que analice su rentabilidad social. Los informes relativos a los estudios de preinversión y proyectos de inversión formarán parte del Banco Integrado de Proyectos de Inversión administrado por el Ministerio de Desarrollo Social. Mientras no se cuente con dicho informe no se podrá iniciar el proceso de licitación.”
Artículo 25°.- A los gobiernos regionales corresponderán exclusivamente las funciones y atribuciones en materia de planificación del desarrollo de la región, mediante el diseño, elaboración, aprobación y aplicación de políticas, planes y programas dentro de su territorio, los que deberán ajustarse a las políticas nacionales de desarrollo y al presupuesto de la Nación. 
Artículo 26°.- Incorpórese en el artículo 2° del Decreto con Fuerza de Ley N° 1-18.359 de 1985, que traspasa y asigna funciones a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, una nueva letra h) del siguiente tenor: “h) Velar por la coherencia de los planes y estrategias regionales con las políticas y estrategias nacionales de desarrollo.” 
Artículo 27°.-  Agreguése el siguiente inciso tercero nuevo al artículo 24° de la Ley N° 18.482, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto y final, del siguiente tenor: “Del mismo modo, los estudios y proyectos de inversión de las empresas a las que se aplican las normas establecidas en el artículo 11° de la Ley N° 18.196, deberán contar, como documento interno de la Administración, con un informe de evaluación del Ministerio de Desarrollo Social o del Sistema de Empresas Públicas SEP, o de la Comisión Chilena del Cobre o del Ministerio de Energía, entre otros, según sea el caso. Dicho informe deberá fundarse en una evaluación técnico-económica que dé cuenta de su rentabilidad. Corresponderá al Ministerio de Hacienda impartir instrucciones y resolver al respecto. Las empresas aludidas deberán remitir al Ministerio de Desarrollo Social una copia del citado informe, cuando éste no fuese elaborado por dicha Secretaría de Estado, dentro de los treinta días siguientes a la recepción por parte de los referidos organismos responsables de elaborarlo, y demás antecedentes que el Ministerio de Desarrollo Social solicite para el adecuado estudio de dicho informe.” 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS
Artículo Primero.- 
Facúltase al Presidente de la República para que dentro del plazo de un año contado desde la fecha de la publicación de la presente Ley, establezca por medio de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Planificación y suscritos además por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento el Ministerio de Desarrollo Social. Además, determinará la fecha de supresión del Ministerio de Planificación.

2) Fijar la planta de personal de la  Subsecretaría de Evaluación Social. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal del Ministerio de Planificación.

3) Fijar la planta de personal de la Subsecretaría de Servicios Sociales. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal del Ministerio de Planificación.

4)
Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios de planta y del personal a contrata desde la Subsecretaría de Planificación a las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social. El traspaso del personal titular de planta y a contrata se efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso.

5) Determinar el número de funcionarios que se traspasarán por estamento y calidad jurídica, a cada una de las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social. La individualización del personal traspasado se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” por intermedio del Ministerio de Planificación.

6) Dictar las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial, el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles jerárquicos para la aplicación del artículo 8º del Decreto con Fuerza de Ley N° 29 de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. Además, establecerá las normas de encasillamiento del personal en las plantas que fije. También, podrá determinar la supresión o conversión de cargos de las nuevas plantas, que hayan sido provistos mediante el encasillamiento del personal traspasado conforme a lo dispuesto en el numeral 5° precedente, una vez que estos funcionarios dejen de ocupar dicho cargo por cualquier razón. También, podrá determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como, las contempladas en el artículo 1° de la ley N° 19.553.
El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:
a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.
b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. 
c) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento. 

7) Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que practique. Igualmente, fijará las dotaciones máximas de personal de las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social, las cuales no estarán afectas a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 de la ley N° 18.834, respecto de los empleos a contrata incluidos en estas dotaciones.
Artículo Segundo.-
El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social, y traspasará a ellas los fondos de la Subsecretaría de Planificación, necesarios para que cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, ítem, asignaciones y glosas presupuestarias que sean pertinentes.
Artículo Tercero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente Ley, modifique mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Planificación o el organismo que lo reemplace y suscritos, además, por el Ministro de Hacienda, las disposiciones orgánicas de los organismos relacionados o dependientes del Ministerio de Desarrollo Social en orden a traspasar a dicho Ministerio  las funciones y atribuciones actuales de los mencionados organismos que correspondan a las señaladas en el inciso segundo del artículo 22 de la Ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. Además, determinará la entrada en vigencia del traspaso de funciones que disponga conforme al ejercicio de esta facultad.
Artículo Cuarto.- La modificación a que se refiere el artículo 24° de esta Ley, que sustituye el artículo 2° inciso final del Decreto N° 900 de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto con Fuerza de Ley N° 164 de 1991, del Ministerio de Obras Públicas y sus modificaciones, entrará en vigencia transcurridos 12 meses contados desde la publicación de la presente Ley en el Diario Oficial.
Artículo Quinto.- El mayor gasto que se derive del ejercicio de la facultad del artículo primero transitorio de la presente Ley, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de $ 1.678.541 miles.
Artículo Sexto.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta Ley, durante el primer año de su entrada en vigencia, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Planificación o el órgano que lo reemplace. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la Partida Presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiera financiar con estos recursos.”.
 
Dios guarde a V.E.,
(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Felipe Kast Sommerhoff, Ministro de Planificación.- Felipe Larraín Bascuñán, Ministro de Hacienda.- Cristián Larroulet Vignau, Ministro Secretario General de la Presidencia.- Joaquín Lavín Infante, Ministro de Educación.- Jaime Mañalich Muxi, Ministro de Salud.- Magdalena Matte Lecaros, Ministra de Vivienda y Urbanismo.- Camila Merino Catalán, Ministra del Trabajo y Previsión Social.- 
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO EN MATERIA DEL PERSONAL DE NOTARÍAS Y CONSERVADORES

(7033-13)



Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

"Artículo Único.- Agregase el siguiente inciso final en el artículo 4° del Código del Trabajo:

"De igual forma, en el caso de los trabajadores mencionados en el inciso final del artículo 1°, no se alterarán los derechos  y obligaciones emanados de sus contratos individuales o de los instrumentos colectivos de trabajo, en el caso de cambio de la titularidad en la respectiva notaría, archivo y conservador.".".

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, , Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE QUE A CADA REGIÓN ADMINISTRATIVA CORRESPONDA UNA ZONA PRIMARIA DEL SERVICIO PÚBLICO TELEFÓNICO LOCAL

(5552-15; 5919-15; 6270-19; 6304-19 y 6936-15)



Con motivo de las Mociones refundidas, Informe y antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Reemplázase el artículo 4° transitorio de la ley N°19.302, por el siguiente:


“Artículo 4° transitorio.- Para los efectos del servicio público telefónico, excluida la telefonía móvil, el país se divide en trece zonas primarias. Estas zonas corresponden a las existentes actualmente, según el Plan Técnico Fundamental de Encaminamiento Telefónico vigente, con excepción de las zonas primarias de Copiapó, La Serena y Ovalle, que se fusionan; de Quillota, Valparaíso, Los Andes y San Antonio, que se fusionan; de Talca, Linares y Curicó, que se fusionan; de Chillán, Concepción y Los Ángeles, que se fusionan; y de Valdivia, Osorno y Puerto Montt, que también se fusionan.


A partir del primer día del trigésimo séptimo mes de vigencia de esta norma, y para los efectos del servicio público telefónico, excluida la telefonía móvil, el país se constituirá en una zona primaria, previo pronunciamiento favorable del Tribunal de la Libre Competencia, motivado por consulta que para ello deberá realizar el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, a través de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, a objeto de que dicho tribunal se pronuncie si están dadas las condiciones de competencia para la eliminación de la larga distancia nacional en el mercado de la telefonía fija.”.


Artículo 2°.- La presente ley comenzará a regir 180 días después de su publicación en el Diario Oficial.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, , Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE INTRODUCE  MODIFICACIONES A LA TRIBUTACIÓN ESPECÍFICA DE LA ACTIVIDAD MINERA

(7170-05)



Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974:


1) Sustitúyese el artículo 64 bis, por el siguiente:

"Artículo 64 bis.- Establécese un impuesto específico a la renta operacional de la actividad minera obtenida por un explotador minero.


Para los efectos de lo dispuesto en el presente título se entenderá por:


1. Explotador minero, toda persona natural o jurídica que extraiga sustancias minerales de carácter concesible y las venda en cualquier estado productivo en que se encuentren.


2. Producto minero, la sustancia mineral de carácter concesible ya extraída, haya o no sido objeto de beneficio, en cualquier estado productivo en que se encuentre.


3. Venta, todo acto jurídico celebrado por el explotador minero que tenga por finalidad o pueda producir el efecto de transferir la propiedad de un producto minero.


4. Ingresos operacionales mineros, todos los ingresos determinados de conformidad a lo establecido en el artículo 29 de la presente ley, deducidos todos aquellos ingresos que no provengan directamente de la venta de productos mineros, con excepción de los conceptos señalados en la letra e) del número 3) del artículo 64 ter, de esta misma ley.


5. Renta imponible operacional minera, corresponde a la renta líquida imponible del contribuyente con los ajustes contemplados en el artículo 64 ter de la presente ley.


6. Margen operacional minero, el cociente, multiplicado por cien, que resulte de dividir la renta imponible operacional minera por los ingresos operacionales mineros del contribuyente.


El impuesto a que se refiere este artículo se aplicará a la renta imponible operacional minera del explotador minero de acuerdo a lo siguiente:

a) Aquellos explotadores mineros cuyas ventas anuales determinadas de acuerdo a la letra d) de este artículo, sean iguales o inferiores al valor equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino, no estarán afectos al impuesto. 


b) A aquellos explotadores mineros cuyas ventas anuales determinadas de acuerdo con la letra d), sean iguales o inferiores al valor equivalente a 50.000 toneladas métricas de cobre fino y superiores al valor equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino, se les aplicará una tasa equivalente al promedio por tonelada de lo que resulte de aplicar lo siguiente:


i) Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 15.000 toneladas métricas de cobre fino, 0,5%;


ii) Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 15.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 20.000 toneladas métricas de cobre fino, 1%;


iii) Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 20.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 25.000 toneladas métricas de cobre fino, 1,5%;


iv) Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 25.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 30.000 toneladas métricas de cobre fino, 2%;


v) Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 30.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 35.000 toneladas métricas de cobre fino, 2,5%;


vi) Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 35.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 40.000 toneladas métricas de cobre fino, 3%, y


vii) Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 40.000 toneladas métricas de cobre fino, 4,5%.


c) A aquellos explotadores mineros cuyas ventas anuales determinadas de acuerdo con la letra d) de este artículo, excedan al valor equivalente a 50.000 toneladas métricas de cobre fino, se les aplicará la tasa correspondiente al margen operacional minero del respectivo ejercicio, de acuerdo a la siguiente tabla:

i) Si el margen operacional minero es igual o inferior a 35, la tasa aplicable ascenderá a 5,0%;


ii) Sobre la parte del margen operacional minero que exceda de 35 y no sobrepase de 40 la tasa aplicable ascenderá a 6,5%;


iii) Sobre la parte del margen operacional minero que exceda de 40 y no sobrepase de 45 la tasa aplicable ascenderá a 8,5%;


iv) Sobre la parte del margen operacional minero que exceda de 45 y no sobrepase de 50 la tasa aplicable ascenderá a 10%;


v) Sobre la parte del margen operacional minero que exceda de 50 y no sobrepase de 55 la tasa aplicable ascenderá a 11,5%;

vi) Sobre la parte del margen operacional minero que exceda de 55 y no sobrepase de 60 la tasa aplicable ascenderá a 13%;


vii) Sobre la parte del margen operacional minero que exceda de 60 y no sobrepase de 65 la tasa aplicable ascenderá a 14,5%;


viii) Sobre la parte del margen operacional minero que exceda de 65 y no sobrepase de 70 la tasa aplicable ascenderá a 16,5%;

ix) Sobre la parte del margen operacional minero que exceda de 70 y no sobrepase de 75 la tasa aplicable ascenderá a 19,5%, y

x) Si el margen operacional minero excede de 75 la tasa aplicable será de 9,0%.

d) Para los efectos de determinar el régimen tributario aplicable, se deberá considerar el valor total de venta de los productos mineros del conjunto de personas relacionadas con el explotador minero, que puedan ser considerados explotadores mineros de acuerdo al numeral 1), del inciso segundo, del presente artículo y que realicen dichas ventas.


Se entenderá por personas relacionadas aquéllas a que se refiere el numeral 2), del artículo 34 de esta ley. Para estos efectos, lo dispuesto en el inciso cuarto de dicha norma se aplicará incluso en el caso que la persona relacionada sea un establecimiento permanente, un fondo y, en general, cualquier contribuyente.


El valor de una tonelada métrica de cobre fino se determinará de acuerdo al valor promedio del precio contado que el cobre Grado A, haya presentado durante el ejercicio respectivo en la Bolsa de Metales de Londres, el cual será publicado, en moneda nacional, por la Comisión Chilena del Cobre dentro de los primeros 30 días de cada año.".


2) Agrégase, a continuación del artículo 64 bis, el siguiente artículo 64 ter, nuevo:

"Artículo 64 ter.- De la renta imponible operacional minera.


Se entenderá por renta imponible operacional minera, para los efectos de este artículo, la que resulte de efectuar los siguientes ajustes a la renta líquida imponible determinada en los artículos 29 a 33 de la presente ley:


1. Deducir todos aquellos ingresos que no provengan directamente de la venta de productos mineros.

2. Agregar los gastos y costos necesarios para producir los ingresos a que se refiere el número 1 precedente. Deberán, asimismo, agregarse los gastos de imputación común del explotador minero que no sean asignables exclusivamente a un determinado tipo de ingresos, en la misma proporción que representen los ingresos a que se refiere el numeral precedente respecto del total de los ingresos brutos del explotador minero.

3. Agregar, en caso que se hayan deducido, las siguientes partidas contenidas en el artículo 31 de la presente ley:


a) Los intereses referidos en el número 1°, de dicho artículo;


b) Las pérdidas de ejercicios anteriores a que hace referencia el número 3° del referido artículo;


c) El cargo por depreciación acelerada;


d) La diferencia, de existir, que se produzca entre la deducción de gastos de organización y puesta en marcha, a que se refiere el número 9° del artículo 31, amortizados en un plazo inferior a seis años y la proporción que hubiese correspondido deducir por la amortización de dichos gastos en partes iguales, en el plazo de seis años. La diferencia que resulte de aplicar lo dispuesto en esta letra, se amortizará en el tiempo que reste para completar, en cada caso, los seis ejercicios, y


e) La contraprestación que se pague en virtud de un contrato de avío, compraventa de minerales, arrendamiento o usufructo de una pertenencia minera, o cualquier otro que tenga su origen en la entrega de la explotación de un yacimiento minero a un tercero. También deberá agregarse aquella parte del precio de la compraventa de una pertenencia minera que haya sido pactado como un porcentaje de las ventas de productos mineros o de las utilidades del comprador.


4. Deducir la cuota anual de depreciación por los bienes físicos del activo inmovilizado que hubiere correspondido de no aplicarse el régimen de depreciación acelerada.

5. En conformidad a lo establecido en los artículos 64 del Código Tributario y 38 de la presente ley, en caso de existir ventas de productos mineros del explotador minero a personas relacionadas residentes o domiciliadas en Chile, para los efectos de determinar el régimen tributario, la tasa, exención y la base del impuesto a que se refiere este artículo, el Servicio de Impuestos Internos, en uso de sus facultades, podrá impugnar los precios utilizados en dichas ventas. En este caso, el Servicio de Impuestos Internos deberá fundamentar su decisión considerando los precios de referencia de productos mineros que determine la Comisión Chilena del Cobre de acuerdo a sus facultades legales.".


Artículo 2°.- Modifícase el numeral 1), del inciso primero del artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974, Estatuto de la Inversión Extranjera, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley N° 523, de 1993, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de la siguiente forma:


1) Sustitúyese en su párrafo primero, la expresión "trata el artículo 64 bis", por la siguiente: "tratan los artículos 64 bis y 64 ter".


2) Sustitúyese en su párrafo segundo, la expresión "el artículo 64 bis", por la siguiente: "los artículos 64 bis y 64 ter".

Artículo 3°.- Créase el Fondo de Inversión y Reconversión Regional, en adelante el Fondo, cuyos recursos se aplicarán para el financiamiento de obras de desarrollo de los gobiernos regionales y municipalidades de país.

Mediante uno o más decretos supremos del Ministerio de Hacienda, suscritos además por el Ministro del Interior, se regulará la administración, operación, condiciones, destino y distribución de los recursos del Fondo.

Los proyectos señalados en el inciso anterior deberán cumplir con las normas sobre evaluación contempladas en el artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado, así como con las demás normativas aplicables al respecto.

El Fondo a que se refiere este artículo, estará constituido por los recursos que para este objeto contemple anualmente la Ley de Presupuestos.
Artículo 4°.- Los decretos supremos referidos en el artículo precedente deberán establecer, los criterios y mecanismos mediante los cuales los gobiernos regionales, en el marco de sus atribuciones, priorizarán y definirán los proyectos que serán financiados con los recursos del Fondo. Los gobiernos regionales deberán establecer los mecanismos de participación a través de los cuales los municipios puedan proponer proyectos susceptibles de ser financiados con cargo a los recursos del Fondo.
Artículo 5°.- El Servicio Nacional de Aduanas tendrá la obligación de analizar la composición de las exportaciones de concentrados de cobre y sus subproductos (Ag, Au, Mb, entre otros). Dicho análisis deberá cubrir entre un 3% y 10% del total de las exportaciones de concentrado.  
DISPOSICIONES  TRANSITORIAS

Artículo primero.- Los inversionistas extranjeros y las empresas receptoras de sus aportes, que con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, mantengan vigente un contrato de inversión extranjera suscrito con el Estado de Chile, conforme a lo dispuesto en el artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974, podrán optar por la aplicación de las normas contenidas en los artículos 64 bis y 64 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta, bajo la modalidad y de acuerdo a lo indicado en el artículo segundo transitorio de esta ley.

Lo señalado en el inciso anterior será igualmente aplicable a las empresas que, no siendo receptoras del aporte de inversionistas extranjeros, hayan suscrito un contrato con el Estado de Chile conviniendo la invariabilidad tributaria del artículo 5° transitorio de la ley N° 20.026.

En caso que los inversionistas extranjeros, las empresas receptoras de sus aportes y las empresas nacionales, que hubieren suscrito un contrato de invariabilidad tributaria del artículo 5° transitorio de la ley N° 20.026, no optaren por modificar el régimen de invariabilidad pactado en sus contratos de inversión extranjera, suscritos con el Estado de Chile, se les aplicarán las tasas que les correspondieren, contempladas en el artículo 64 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta y el régimen de invariabilidad  del artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974, que fueran incorporados por el N°1 del artículo primero y por el N° 2 del artículo 2° de la ley N° 20.026, respectivamente.

Artículo segundo.- Los explotadores mineros que reuniendo la calidad de inversionistas extranjeros de empresas receptoras de sus aportes, o de empresas nacionales que hubieren suscrito un contrato de invariabilidad tributaria en conformidad a lo dispuesto en el artículo 5° transitorio de la ley N° 20.026, que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encontraren afectos al pago del impuesto y que optaren por acogerse a las normas de los artículos 64 bis y 64 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta, se sujetarán, para efectos de determinar el Impuesto específico a la actividad minera, a las siguientes reglas:

Durante los ejercicios correspondientes a los años calendarios 2010, 2011 y 2012, el Impuesto específico a la renta operacional de la actividad minera se aplicará en conformidad con las reglas establecidas en los artículos 64 bis y 64 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta, pero de acuerdo a la siguiente tabla:

1) Si el margen operacional minero es igual o inferior a 40, la tasa aplicable ascenderá a 4,0%;

2) Sobre la parte del margen operacional minero que exceda de 40 y no sobrepase de 45 la tasa aplicable ascenderá a 8,5%;

3) Sobre la parte del margen operacional minero que exceda de 45 y no sobrepase de 50 la tasa aplicable ascenderá a 12,0%;

4) Sobre la parte del margen operacional minero que exceda de 50 y no sobrepase de 55 la tasa aplicable ascenderá a 13,5%;

5) Sobre la parte del margen operacional minero que exceda de 55 y no sobrepase de 60 la tasa aplicable ascenderá a 15,0%;

6) Sobre la parte del margen operacional minero que exceda de 60 y no sobrepase de 65 la tasa aplicable ascenderá a 16,5%;

7) Sobre la parte del margen operacional minero que exceda de 65 y no sobrepase de 70 la tasa aplicable ascenderá a 18,0%;

8) Sobre la parte del margen operacional minero que exceda de 70 y no sobrepase de 75 la tasa aplicable ascenderá a 19,5%, y

9) Si el margen operacional minero excede de 75 la tasa aplicable será de 9,0%.
A partir del año calendario 2013, inclusive, y hasta el término del régimen de invariabilidad señalado en los respectivos contratos vigentes, descontados que fueren los tres años calendarios a que se refiere el inciso segundo del presente artículo, se aplicarán las tasas contempladas en el artículo 64 bis, que fuera incorporado por el N° 1) del artículo 1° de la ley N° 20.026, y en los artículos 3°, 4° y 5° transitorios de la misma ley, según sea el caso. Éstas se aplicarán sobre la renta imponible operacional minera determinada en conformidad a dichas normas.

El plazo de invariabilidad pactado en los contratos vigentes, imputado que fuere el plazo de tres años señalado en el inciso segundo, se ampliará por ocho años calendarios contados a continuación de aquél en que venza el actualmente en curso. Durante dicho plazo se aplicará el régimen tributario contemplado en los artículos 64 bis y 64 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta, según el texto de dichos artículos introducido por esta ley. Una vez vencida la prórroga, los contribuyentes quedarán sometidos al régimen general de tributación entonces vigente.

Sin perjuicio de lo anterior, los contribuyentes a que se refiere la presente disposición, deberán cumplir con lo establecido en el artículo 6° transitorio de la ley N° 20.026. Adicionalmente, mantendrán el derecho a aplicar lo establecido en el artículo 8° transitorio de la referida ley, hasta el término de la prórroga de invariabilidad señalada en el inciso anterior.

La solicitud que tenga por objeto modificar el régimen de invariabilidad a efectos de sujetarse a lo señalado en los incisos anteriores, deberá ser presentada, conjuntamente, por la totalidad de los inversionistas extranjeros y por la empresa receptora de su aporte ante el Comité de Inversiones Extranjeras. Las empresas que no sean receptoras del aporte de inversionistas extranjeros, y que hayan suscrito un contrato con el Estado de Chile ante el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, deberán presentar la solicitud ante este mismo organismo. Luego de ello, y previa resolución de la Vicepresidencia Ejecutiva del Comité de Inversiones Extranjeras, o del referido Ministerio, según sea el caso, se procederá a suscribir la modificación al contrato de inversión correspondiente, la cual se entenderá que producirá sus efectos desde la fecha de la solicitud respectiva. En la resolución y en la modificación al contrato de inversión extranjera respectivo, se dejará constancia de los derechos y obligaciones referidos en este artículo.

La solicitud referida en el inciso anterior deberá presentarse, a más tardar, dentro del plazo de sesenta días hábiles a contar de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo tercero.- A las solicitudes de inversión extranjera presentadas ante la Vicepresidencia Ejecutiva del Comité de Inversiones Extranjeras, con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, les serán aplicables las tasas contempladas en el artículo 64 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta y el artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974, que fueran incorporados por el N° 1), del artículo 1° y por el N° 2) del artículo 2° de la ley N° 20.026, respectivamente.

Los inversionistas extranjeros y empresas receptoras que gocen de los derechos de invariabilidad contemplados en los artículos 7° u 11 bis del decreto ley N° 600, de 1974, podrán acogerse a lo dispuesto en los artículos anteriores, con las modificaciones que se indican en los incisos tercero, cuarto y quinto siguientes.
La solicitud respectiva deberá indicar la voluntad de sustituir el régimen de invariabilidad de que gozan, por el del artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974, modificado en los términos señalados en el artículo segundo de esta ley, sujeta a la condición de celebrarse la modificación del contrato correspondiente.

El plazo de los derechos de invariabilidad será el que resulte de considerar el remanente del plazo del contrato que se modifica, sin perjuicio de la prórroga de invariabilidad aplicable, que se regirá de acuerdo a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo precedente.

Durante los años calendarios 2013 y siguientes hasta el que corresponda al vencimiento inicial del contrato que se modifica, descontado que fuere el plazo de tres años a que se refiere el inciso segundo del artículo anterior, será aplicable el régimen que corresponda según el contrato respectivo.

Los inversionistas extranjeros que optaren por lo señalado en el artículo primero transitorio de esta ley y en los incisos precedentes de este artículo, tendrán derecho a que las respectivas empresas receptoras de la inversión puedan explotar otros proyectos mineros conexos, distintos a los actualmente individualizados en sus contratos respectivos, amparándolos en el régimen de invariabilidad pactado. Lo anterior es sin perjuicio del cumplimiento de la legislación aplicable a los mismos. Para ejercer dicho derecho los inversionistas deberán presentar la solicitud respectiva al Comité de Inversiones Extranjeras, identificando los proyectos mineros conexos.

El mismo derecho señalado en el inciso anterior, tendrán las empresas con convenios vigentes acogidos al artículo 5° transitorio de la ley N° 20.026.

Se entenderá por proyecto minero conexo aquél que sea parte de una misma unidad económica de explotación minera, por su proximidad física, por la utilización común de caminos, recursos hídricos, plantas de beneficio, infraestructura eléctrica o de transporte u otros similares. Se considerarán como parte del proyecto minero conexo las pertenencias mineras identificadas en la solicitud respectiva, aun cuando, a la fecha de la misma, no pertenezcan a la empresa receptora de la inversión, siempre que a la época de comenzar la explotación del proyecto minero, hayan sido adquiridas por ésta en su totalidad.

Para solicitar el otorgamiento de los derechos establecidos en este artículo, los inversionistas extranjeros y las empresas que hayan suscrito un contrato de invariabilidad tributaria de aquellos señalados en el artículo 5° transitorio de la ley N° 20.026, deberán dar íntegro y oportuno cumplimiento a las condiciones establecidas en los incisos segundo y siguientes del artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974.

Para estos efectos, los inversionistas extranjeros y las empresas que hayan suscrito un contrato de invariabilidad tributaria del artículo 5° transitorio de la ley N° 20.026, según sea el caso, en la solicitud de extensión de invariabilidad de proyectos conexos, deberán informar al Comité de Inversiones Extranjeras o al Ministerio de Economía Fomento y Turismo, las pertenencias mineras que efectivamente hayan adquirido con posterioridad a la solicitud referida en los artículos tercero, cuarto y quinto transitorios de la ley N° 20.026. La solicitud  de extensión de invariabilidad de proyectos conexos deberá presentarse, dentro de un plazo de treinta días hábiles desde iniciada la explotación del proyecto minero conexo.

El Comité de Inversiones Extranjeras o el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, en su caso, deberán solicitar informes técnicos sobre las solicitudes mencionadas en el inciso anterior,  al Servicio Nacional de Geología y Minería o a la Comisión Chilena del Cobre, los que deberán evacuar su informe dentro del plazo de 15 días hábiles desde la recepción de la consulta.

Una vez recibida dicha información, el Comité de Inversiones Extranjeras o el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo según sea el caso, dictarán las resoluciones administrativas respectivas, resolviendo las extensiones de invariabilidad  a proyectos conexos solicitadas.

Artículo cuarto.- Las empresas que no siendo receptoras del aporte de inversionistas extranjeros, hubieren iniciado la explotación de un proyecto minero con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley y que se encuentren afectas al Impuesto específico a la actividad minera del artículo 64 bis de la ley N° 20.026, podrán solicitar que se les concedan los derechos contenidos en el artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974, en las condiciones establecidas en dicho artículo y sujeto, además, a los siguientes requisitos y con los derechos adicionales que se indican:

1) Las empresas indicadas deberán presentar la solicitud respectiva al Estado de Chile, representado por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, dentro del plazo de sesenta días corridos a contar de la fecha de entrada en vigencia de esta ley y suscribir, posteriormente y con el Estado de Chile, representado por dicho Ministerio, el respectivo contrato de inversión. La solicitud respectiva será formulada en los mismos términos y dentro del plazo establecido en los incisos sexto y séptimo del artículo segundo transitorio de esta ley.

2) Durante los ejercicios correspondientes a los años calendarios 2010, 2011 y 2012, el Impuesto específico a la renta operacional de la actividad minera se aplicará en conformidad con las reglas establecidas en los artículos 64 bis y 64 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta. Ello, independientemente de la fecha en que el Estado de Chile y la empresa respectiva suscriban el correspondiente contrato de inversión.

3) A partir del año calendario 2013, éste inclusive y hasta el término del primer período de régimen de invariabilidad establecido para estas empresas en los contratos señalados y que ocurrirá, tal término, el 31 de diciembre del año 2017, se aplicará, con una tasa de 5%, este Impuesto específico sobre la renta imponible operacional minera determinada en conformidad con los artículos 64 bis y 64 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta según el nuevo texto de dichos artículos establecidos en esta ley.

4) A partir del año calendario 2018, éste inclusive y hasta el término del segundo y último período de régimen de invariabilidad establecido para estas empresas en los contratos señalados y que ocurrirá, tal término, el 31 de diciembre del año 2025, se aplicará el régimen tributario contemplado en los artículos 64 bis y 64 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta según el nuevo texto de dichos artículos establecidos en esta ley.

5) A partir del año calendario 2026, estas empresas quedarán sometidas al régimen general de tributación vigente en tal momento.

6) Lo expuesto en este artículo se aplicará en favor de las empresas indicadas que hayan iniciado la explotación de un proyecto minero con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de esta ley y que no hayan suscrito, a dicha fecha y respecto de tal proyecto, un contrato de inversión con el Estado de Chile que contemple un régimen de invariabilidad para dicho proyecto.

Artículo quinto.- Lo dispuesto en los artículos 1º y 2º regirá respecto de la renta imponible operacional que se determine a partir del año calendario o comercial 2011. 

No obstante, los contribuyentes que optaren por modificar su  régimen de invariabilidad tributaria en los términos señalados en las disposiciones transitorias de la presente ley, y aquellos que inicien sus actividades desde la fecha de publicación de esta ley, quedarán sujetos, a partir del año calendario o comercial 2010, al régimen de tributación general establecido en los artículos 1º y 2º de la misma.
Artículo sexto.- Transcurridos 180 días corridos luego de la expiración del plazo señalado en el inciso final del artículo segundo transitorio, destínase al Fondo establecido en el artículo 3°, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, la suma de US$ 100.000.000 (cien millones de dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional. En la medida que los fondos antes referidos hayan sido enterados, destínase al mismo Fondo la suma de US$ 100.000.000 (cien millones de dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional, al 1 de julio del año 2012, la misma suma al 1 de julio de 2013 y la misma suma al 1 de julio de 2014. En caso de no emplearse estos recursos dentro de los períodos anuales señalados, podrán utilizarse durante los doce meses siguientes. A partir del año 2015, el Fondo será suplementado por los recursos que para estos efectos destine la Ley de Presupuestos.

Anualmente, un tercio del total de los recursos comprometidos para cada año deberán ser asignados a las regiones mineras, según éstas se definan en los decretos señalados en el artículo 3°, y los dos tercios restantes serán distribuidos, entre la totalidad de las regiones del país.".

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, , Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE PRECISA SENTIDO Y ALCANCE DE MODIFICACIÓN EFECTUADA A LA LEY SOBRE IMPUESTO A LA RENTA, POR LA LEY Nº 20.448

(7159-05)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

A la sesión en que se consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Hacienda, la Coordinadora de Política Tributaria, señora Carolina Fuenzalida, y el Coordinador Legislativo, señor Jaime Salas, y del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la Asesora, señora Egle Zavala.

- - -

Se hace presente que por tratarse de un proyecto con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y en conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, se discutió la iniciativa en general y en particular a la vez.
- - -

OBJETIVO FUNDAMENTAL DEL PROYECTO


Precisar el sentido y alcance de la modificación efectuada a la Ley sobre Impuesto a la Renta por la ley N° 20.448, que derogó los artículos 18 bis, 18 ter y 18 quáter, restituyéndolos con modificaciones en los nuevos artículos 106, 107 y 108, respectivamente, de la misma ley tributaria.

- - -

ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- La ley N° 19.768, que introduce adecuaciones de índole tributaria al mercado de capitales y flexibiliza el mecanismo de ahorro voluntario.
- La ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley Nº 824, de 1974.
- La ley N° 20.448, que introduce una serie de reformas en materia de liquidez, innovación financiera e integración del mercado de capitales.
B.- ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje señala que, en conformidad a lo establecido en el artículo primero transitorio de la ley N° 20.448, la modificación a la Ley sobre Impuesto a la Renta, que derogó los artículos 18 bis, 18 ter y 18 quáter, restituyéndolos con modificaciones en los nuevos artículos 106, 107 y 108, comenzará a regir el primer día del mes subsiguiente al de su publicación, es decir, el 1° de octubre de 2010.
Asimismo, se expresa que el propósito de la referida modificación fue reestructurar el tratamiento tributario de aquellas materias relativas al mercado de capitales, aunque el contenido de los referidos artículos actualmente vigentes corresponde, en lo principal, al texto de los artículos nuevos que se introducen, en la misma Ley sobre Impuesto a la Renta, lo que no quedó expresamente señalado, por lo que se ha estimado oportuno precisarlo mediante el proyecto de ley, y de forma previa a la entrada en vigencia de la norma citada, que todas las referencias que las leyes hagan a los artículos 18 bis, 18 ter y 18 quáter de la Ley sobre Impuesto a la Renta, deben entenderse hechas a los artículos 106, 107 y 108, respectivamente, de la misma ley.

Finalmente, se deja constancia  que los artículos 1°, 3° y 4° transitorios de la ley N° 19.768, se encuentran vigentes.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR
Al comenzar la discusión, la Coordinadora de Política Tributaria del Ministerio de Hacienda, señora Fuenzalida, efectuó una exposición en formato power point del siguiente tenor:

Proyecto de ley que precisa el sentido y alcance de modificación efectuada a la ley de la renta por la ley N° 20.448 (MKIII).
ANTECEDENTES.

- Con fecha 13 de agosto de 2010, se publicó la ley N° 20.448 que introduce una serie de reformas en materia de liquidez, innovación financiera e integración del mercado de capitales.

- La fecha de entrada en vigencia de la norma citada es el 1 de octubre de 2010.
- Con el objeto de tratar de manera sistemática la tributación del mercado de capitales en la Ley sobre Impuesto a la Renta, la ley MKIII “reubicó” los artículos 18 bis, 18 ter y 18 quáter, en los artículos 106, 107 y 108, respectivamente, dentro del nuevo Título VI llamado “Disposiciones relativas al mercado de capitales”.

- Ello implicó la derogación de los referidos artículos 18 bis, 18 ter y 18 quáter. No obstante, la ley N° 20.448 no modificó expresamente las referencias que a dichos artículos se hacen en otras leyes.

SOLUCIÓN PROPUESTA.
- El objetivo del presente proyecto de ley es establecer de forma expresa que todas las referencias que las leyes hagan a los derogados artículos 18 bis, 18 ter y 18 quáter, deben entenderse realizadas a los artículos 106, 107 y 108 de la Ley de la Renta.
- Adicionalmente, se deja expresa constancia que los artículos 1°, 3° y 4° transitorios de la ley N° 19.768, que introdujo adecuaciones de índole tributaria al mercado de capitales, se encuentran plenamente vigentes.

- Esos artículos transitorios establecen:

1° transitorio: que las acciones que se benefician con el artículo 18 ter de la Ley de la Renta, son aquellas adquiridas con posterioridad al 19 de abril de 2001;

3° transitorio: imposibilidad de beneficiar con la franquicia del artículo 18 ter a las acciones acogidas al artículo 57 bis, y 

4° transitorio: creación de la bolsa emergente.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó la razón de que se deje constancia de que los referidos artículos transitorios de la ley N° 19.768 se encuentran plenamente vigentes.

La Coordinadora de Política Tributaria, señora Fuenzalida, señaló que se requiere dejar constancia porque dichas normas efectúan referencias a los artículos 18 bis y 18 ter de la ley sobre impuesto a la renta. 

Sometido a votación en general y en particular el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei y García.

- - -

FINANCIAMIENTO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 30 de agosto de 2010, señala, de manera textual, lo siguiente:

“1.- El presente proyecto de ley precisa de forma previa a la entrada en vigencia de la ley N° 20.448, que todas las referencias que las leyes hagan a los antiguos artículos 18 bis, 18 ter y 18 quáter de la Ley sobre Impuesto a la Renta, deben entenderse hechas a los artículos 106,107 y 108, respectivamente, de la misma ley.

Asimismo, aclara que los artículos 1°, 3° y 4° transitorios de la Ley N° 19.768, se encuentran vigentes.

2.- Teniendo presente lo anterior, el proyecto de ley aludido no tiene efecto financiero en el presupuesto del sector público para el año 2010.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación en general y en particular de la iniciativa legal en trámite, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY
“Artículo único.- Para todos los efectos legales, debe entenderse que el sentido y alcance de lo dispuesto en el artículo 6° de la ley N° 20.448, en lo relativo a la derogación de los artículos 18 bis, 18 ter y 18 quáter de la Ley sobre Impuesto a la Renta, fue reestructurar el tratamiento tributario de aquellas materias relativas al mercado de capitales, de modo tal que su contenido corresponde, en lo principal, al texto de los artículos 106, 107 y 108, respectivamente, de la misma ley. En consecuencia, cualquier referencia que en las leyes se haga a los derogados artículos 18 bis, 18 ter y 18 quáter señalados, debe entenderse efectuada a los referidos artículos 106, 107 y 108, según corresponda de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

Asimismo, se deja expresa constancia que para todos los efectos legales los artículos 1°, 3° y 4° transitorios de la ley N° 19.768, se encuentran plenamente vigentes.".
- - -

Acordado en sesión celebrada el día 28 de septiembre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet, y señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle y José García Ruminot.

Sala de la Comisión, a 28 de septiembre de 2010.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión
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